Capítulo 1. Desarrollo sustentable: 

antecedentes y evolución del concepto.
“This need to reconcile development with protection of the environment is aptly expressed in the concept of sustainable development” (ICJ, UN).

(Esta necesidad de reconciliar al desarrollo con la protección del ambiente es adecuadamente expresada en el concepto de desarrollo sustentable) 
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La necesidad de calificar ciertos términos.
Los términos “sustentable” y “sustentabilidad” irrumpen en el vocabulario internacional hacia la década del ochenta, en tiempos en que la hoy omnipresente Tecnología de la Información y Comunicaciones comenzaba a alimentar la preocupación mundial sobre los problemas globales, tales como la sobrepoblación, las sequías, el hambre y la degradación ambiental, cuestión ésta que había constituído el tema principal del documento “Los Límites al Crecimiento” (Meadows, 1972). El Informe Brundtland (1987) refuerza la preocupación naciente, haciendo referencia en su prólogo a que “lo que se necesita ahora es una nueva era de crecimiento económico, crecimiento que debe ser provechoso y al mismo tiempo social y ambientalmente sustentable” (p. XII). 

En los dos documentos referenciados se produce un llamamiento al crecimiento económico pero se remarca que el mismo debe ser “sustentable”. Surge entonces la pregunta sobre si puede existir un incremento de la actividad económica sin que naturalmente se produzca un mayor uso de los recursos no renovables. En otras palabras, ¿puede existir desarrollo sin crecimiento?. Suena casi absurdo. Pero reformulando la pregunta, ¿pueden imponerse límites al crecimiento sin que afecten al desarrollo?. Suena de manera más consistente. En realidad esta última es la afirmación de un segundo documento Meadows “Mas allá de los límites” (“Beyond the limits”, 1992). Si pretendemos considerar los medios tendientes a instrumentar tal desarrollo que llamaremos “cualitativo”, previamente será menester definir la denotación de los términos “social y ambientalmente sustentable”. El crecimiento económico y la sustentabilidad ambiental aparecen como opuestos toda vez que se intente lograrlos simultáneamente. 

En su sentido más simple, el desarrollo sustentable es aquel basado en patrones de producción y consumo que pueden ser perseguidos en el futuro mediato sin degradar el ambiente humano o natural (Ekins y Jacobs, 1995). Requiere por parte de cada nación, conforme sus capacidades tecnológicas y sociales, un manejo sabio de los recursos y la distribución equitativa de los beneficios de la actividad económica tanto a nivel interno como internacional. 

Implica en consecuencia una responsabilidad intergeneracional, es decir, de las generaciones presentes para con las futuras, y otra intrageneracional entre las diferentes sociedades que habitan el globo. En primer lugar, respecto de la responsabilidad intergeneracional, se plantean diversas interpretaciones del término sustentabilidad (CEPAL, 2000), conforme los diferentes criterios respecto de lo que debe traspasarse a las generaciones futuras. Así, (a) las generaciones futuras deben experimentar como mínimo, el mismo nivel de consumo ambiental (Jacobs, 1991); (b) deben traspasarse suficientes activos que aseguren un flujo de consumo no decreciente o bienestar futuro per cápita (Pezzey, 1992); (c) deben recibir el valor del acervo de capital con el que cuenta la sociedad (Solow, 1986); o (d) debe mantenerse un conjunto de oportunidades (Githinji y Perrings, 1992). En segundo lugar, la responsabilidad intrageneracional, enfatiza los principios de cooperación y solidaridad internacional en la comunidad internacional, determinando un grado de utilización de recursos en base al nivel de desarrollo logrado y perjuicio ocasionado al ambiente. 

A partir de la concepción del desarrollo sustentable, se ha popularizado el uso del término sustentabilidad, denotando la eficiencia en el uso de los recursos con que cuentan las sociedades. Así, lo sustentable es lo “utilizado racionalmente”, según los patrones de la racionalidad económica de la globalización, la cual es estadísticamente cuantificable. 

Una noción práctica de sustentabilidad ambiental conceptúa a esta como la “aptitud del desarrollo sustentable a fin de optimizar los servicios prestados por el medio ambiente y los recursos naturales a la calidad de vida”, donde los “servicios ambientales” hacen referencia tanto al suministro de recursos naturales para las actividades económicas como a la capacidad del medio ambiente para enfrentar las consecuencias de tales actividades (Artigas, Gómez, Salgado, 1999). Como todo concepto dinamizador, la sustentabilidad ambiental fue tomada por otros discursos. Así, desde lo político se expresó: "Renovamos nuestra fe en el compromiso asumido por América de dejar a nuestros hijos una mejor nación, cuyo aire, agua, y tierra no se hallen contaminados, y cuyo liderazgo en pos del crecimiento sustentable global no se vea superado" (USA, EPA 1993) y más cercano a nosotros, se habla de la necesidad que Argentina cuente con un plan económico sustentable. La definición tuvo también acercamientos científicos: “las discusiones se han concentrado alrededor de los factores que determinarán (sic...) un nivel de crecimiento sustentable para la producción agrícola” (Abelson, 1990). Además del discurso político y científico, encontramos otros usos: (a) el de los críticos de la globalización, quienes cuestionan el actual grado de progreso de la Humanidad, afirmando la necesidad de repensar el futuro del hombre y la tierra; o incluso (b) su utilización como un simple adjetivo que “embellece y atrae” el interés de la gente en general, uso ligado a una moda ambientalista. Este amplio espectro de utilización de la palabra sirve sólo para la confusión. 

Semánticamente hay quienes gustan de distinguir entre lo sustentable, lo sostenible y sus derivados, basados en diferencia de matices en el significado: sustentable hace referencia a lo que se “mantiene”, en tanto sostenible agrega a esa calidad, la de brindar lo necesario para la vida. Si se pretende distinguir entre ambos, habría una diferencia de calidad, por cuanto aun manteniendo la cantidad de recursos en el planeta (sustentabilidad) esa situación podría no ser sostenible, en tanto no alcanzara para mantener la calidad de vida de manera satisfactoria en comparación con el pasado. Vemos que la sostenibilidad agrega al recurso una condición de calidad, compuesta por un elemento subjetivo, apriorísticamente difícil de llevar a la estadística. A los fines del trabajo utilizaremos indistintamente ambas familias de palabras, pronunciándonos a favor de una interpretación amplia, esto es en pos de la cantidad y calidad de “lo que debe ser mantenido”. Veremos en el desarrollo del trabajo el elemento subjetivo es un aporte de la racionalidad ambiental a la racionalidad económica imperante, y aun cuando sea difícil de cuantificar, debe hallarse presente.

En suma, el desarrollo sustentable integra visiones pasadas y presentes (la responsabilidad intrageneracional) y futuras (la responsabilidad intergeneracional). Las condiciones que se establecen para el desarrollo de una comunidad refieren la sustentabilidad ambiental de su desarrollo. Esta finca en conservar el capital natural (medio ambiente) de manera tal que complementado con el capital tecnológico (tecnología), aseguren ambos a las generaciones futuras un nivel de bienestar mínimo, semejante al que hoy disfrutan las sociedades desarrolladas. 
Conservar el ambiente, continuar con el cambio tecnológico, y respetar una calidad de vida mínima conforme patrones consensuados globalmente.
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Antecedentes de carácter histórico.
En la inmediata posguerra, los sectores políticos y económicos occidentales vieron en la economía basada en la tecnología y orientada hacia el crecimiento del consumo, la llave del cambio global y futuro que reinstalaría la seguridad y la prosperidad perdidas. Muy pocas voces en aquel tiempo se preguntaron si estas nociones podrían conciliarse con las realidades ambientales (Daly, 1996 y Markandya y Richardson, 1992). Hacia fines de la década del sesenta, era claro que ni la tecnología ni el crecimiento económico eran básicamente factores positivos desde una consideración que contemplara el bienestar general de las diferentes sociedades. Al tiempo que mejoraba la vida de millones de habitantes de los países industrializados, también se habían producido efectos trágicos evidenciados a través de la polución y la depredación de los recursos, sin dejar de considerar la presión demográfica y la pobreza (Markandya, Richardson y Mihaly, 1995). 

Ya a comienzos de 1962, la utilización de pesticidas había sido puesta en duda en tanto su naturaleza tóxica había sido descripta por Rachel Carson en un libro titulado "Silent Spring." Con el correr del tiempo, aparecen los movimientos ambientalistas que refuerzan su reclamo, fundados en las evidencias científicas sobre la vulnerabilidad de la biósfera y los efectos negativos de los patrones del “consumo del derroche”. Se pone en tela de juicio la unión “tecnología + economía”, base de la racionalidad económica imperante hasta nuestros días. Surgen entonces los primeros debates relativos a la necesidad de reformular la racionalidad del desarrollo contemplando la perspectiva ambiental. En 1971, un grupo de expertos reunidos en Suiza concluye en que las estrategias ambientales y de desarrollo deberían integrarse. Al año siguiente y en base a los problemas de polución en el norte europeo, las Naciones Unidas deciden convocar a una conferencia internacional en Estocolmo, Suecia. 

Aunque en cierto sentido, el desarrollo sustentable pueda ser visto como una versión actualizada de un movimiento anterior denominado tecnología apropiada (o alternativa), el concepto aparece por vez primera en un documento internacional en la Cumbre de Estocolmo (1972). La Conferencia de Naciones Unidas sobre el Ambiente Humano intentó hallar un compromiso entre los intereses económicos y los imperativos ecológicos. Sus conclusiones aceptaron el crecimiento económico como positivo, pero reclamaron que fuera ambientalmente sustentable y equitativo en términos de beneficios arrojados al ser humano. En el despertar de Estocolmo, las Naciones Unidas asumieron un rol de dirección y coordinación de los esfuerzos a fin de concitar el interés internacional sobre el ambiente a través de los organismos, estados miembros y organizaciones adheridas, junto con la creación del Programa de Naciones Unidas para el Medio Ambiente (PNUMA). En el mismo año, se elabora un trabajo que pondría el alerta mundial respecto de la viabilidad de la continuación de los hábitos de consumo occidentales en el futuro mediato. El documento “Límites al crecimiento” (Meadows, 1972), sugería la posibilidad que el planeta experimentara un desastre ecológico en caso de continuar con los patrones económicos de producción y consumo seguidos hasta el momento. Hacia mediados de la década de los setenta, cobra estado público el adelgazamiento de la capa de ozono sobre la Antártida comenzándose a mencionar la posibilidad de un calentamiento global derivado del efecto invernadero de los gases situados en la atmósfera terrestre. 

En 1980, el término es mencionado en el documento “Estrategia de Conservación Global”, elaborado conjuntamente por el PNUMA y la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN - IUCN). El documento enfatiza la interdependencia entre la conservación y el desarrollo, haciendo hincapié en el concepto de “desarrollo sustentable”. En realidad, la “Estrategia...” acentuaba la sustentabilidad ecológica, interesándose muy poco por el desarrollo económico. Su propuesta constaba de tres objetivos principales: (a) el mantenimiento de los procesos ecológicos; (b) la preservación de la diversidad genética; y (c) la utilización sustentable de recursos (IUCN, 1980). La Estrategia de Conservación Global fue criticada por ir contra el desarrollo (Soussan, 1992). Soussan y Millington (1992) afirmaron que falló en reconocer la relación dinámica entre el desarrollo económico y el ambiente. El documento adopta solo el enfoque ambientalista que hace hincapié en la sustentabilidad, sin tomar en cuenta las necesidades de crecimiento económico a fin de satisfacer las necesidades presentes. 

En 1982 la Asamblea General de Naciones Unidas adopta la Carta Mundial de la Naturaleza, precedida por la Carta de Nairobi (mayo 1982). Ambos documentos guiaron hacia una reformulación del concepto de desarrollo sustentable. A estos efectos en 1983, las Naciones Unidas constituyen una Comisión con el propósito de preparar un informe. Nace así la Comisión Mundial sobre Ambiente y Desarrollo (UNWCED), conocida luego como la Comisión Brundtland, la cual estudió el problema y mantuvo audiencias públicas. Su trabajo final se expresó a través del Informe “Nuestro Futuro Común” (1987), documento considerado fundamental en la evolución de la toma de conciencia del problema global. El mismo enfatizaba la necesidad de desarrollar estrategias que reconocieran los límites de la capacidad de los ecosistemas en auto regenerarse y absorber los desechos producidos.

El término desarrollo sustentable como tal fue definido por vez primera en este Informe como aquel que “satisface las necesidades del presente sin comprometer la habilidad de las generaciones futuras para alcanzar las propias”. Casi en forma simultánea con el Informe Brundtland, el PNUMA edita el documento “Perspectivas ambientales para el año 2000 y siguientes” (1987). 

También en la década del ochenta tiene lugar la Declaración del Consejo de Europa (1985), documento por el cual se avanza sobre los beneficios de establecer un tratamiento común para el ambiente y la economía. Se formula entonces el Cuarto Programa de acción 1987-1992, el cual menciona por vez primera la necesidad de incorporar la dimensión ambiental en las políticas europeas tendientes al crecimiento económico. Es de remarcar que el Acta Única Europea (1986) incluye como objetivo de acción de la Comunidad, el “conservar, proteger y mejorar la calidad del medio ambiente y la garantía de una utilización prudente y racional de los recursos naturales”. 

Si más allá de los instrumentos mencionados, la cuestión se centrara en pronunciarnos por la vigencia práctica de los mismos, debemos afirmar que la realidad no fue transformada de manera evidente. El llamado Tercer Mundo, comienza a inquietarse ante la posibilidad que la “ansiedad ambiental” de las naciones industrializadas pudiera privarlos de oportunidades de crecimiento. Se iniciaron entonces acciones de presión a fin que el derecho fundamental de los pueblos a la industrialización fuera reconocido en la Asamblea General de Naciones Unidas. Su idea se resumía en que si el desarrollo futuro debía ser ambientalmente viable, sería menester establecer una alteración fundamental de las relaciones Norte - Sur, en particular en lo atinente al comercio y las finanzas internacionales. 

Llegados a los noventa, el Tratado de la Unión Europea (Maastricht 1993) asigna a la comunidad en su conjunto, la misión de promover “un crecimiento sustentable y no inflacionista que respete el medio ambiente”; en tanto el Quinto Programa de Acción de la Unión (1992-1997) tuvo por título “Hacia un Desarrollo Sustentable”, entendiendo por tal “una política y una estrategia de desarrollo económico y social continuo que no vaya en detrimento del medio ambiente ni de los recursos naturales, de cuya calidad depende la continuidad de la actividad y el desarrollo de los seres humanos”. En la misma época comienza a sonar con insistencia la necesidad de reformular la relación entre desarrollo y ambiente, introduciéndose el concepto de desarrollo ambientalmente sustentable, que en principio implicaba la continuidad del crecimiento, pero cuidando de producir consecuencias negativas (al menos graves) para el ambiente. Un nuevo informe Meadows endereza la cuestión hacia la compatibilidad de los conceptos: “Mas allá de los límites”, afirma veinte años después del primer polémico documento que “pese a existir límites al crecimiento, no tiene por qué haberlos al desarrollo” (Meadows, D.H. y D. L., 1992).

Posteriormente en la Conferencia de Naciones Unidas sobre Ambiente y Desarrollo reunida en Río de Janeiro (CNUMAD 1992), la comunidad internacional toma cuenta de los problemas y aspiraciones de los países en vías de desarrollo. Al terminar los debates, 182 gobiernos habían aceptado formalmente la necesidad de cambio, conviniendo en 27 principios que componen la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo y adoptando la Agenda 21 o Programa de Acción para el Desarrollo Sustentable Global, documentos que serían luego evaluados y reforzados a través del Plan de Seguimiento de la Aplicación del Programa 21 (1997). Fuera del foro oficial de Río, se concluyeron otros importantes documentos internacionales que en su mayor parte encauzaron el tratamiento de las principales cuestiones ambientales. 

En lo orgánico, también hubo cambios de magnitud. Nace la Comisión sobre Desarrollo Sustentable (ONU), cuya principal misión consiste en coordinar y supervisar la instrumentación de los Acuerdos de Río y monitorear su evolución. Se vigoriza al PNUMA, y se decide que el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) promueva y brinde ayuda al Tercer Mundo de manera coordinada con el anterior. 

En la CNUMAD, valorando la totalidad de los documentos allí adoptados, se precisa el concepto de desarrollo ambientalmente sustentable, calificándolo de “humano”. Así, el Principio 1 de la Declaración de Río sobre Ambiente y Desarrollo, afirma que "el ser humano se encuentra en el centro de las preocupaciones del desarrollo sustentable. Son los titulares del derecho a una vida sana y productiva en armonía con la naturaleza." 

Casi inmediatamente después de Río, el término desarrollo humano sustentable vino a reemplazar en gran parte de la discusión política y normativa, el anterior y más estrecho de desarrollo sustentable a secas. La nueva expresión acuñada refleja de manera más concreta la convicción referida a que la pobreza, la iniquidad y la explosión demográfica se hallan en la raíz de las crisis ambientales. La misma CNUMAD adopta la clásica definición del Informe Brundtland, en tanto el Principio 3 de la Declaración de Río expresa: "El derecho al desarrollo debe ser completado de forma tal que se alcance equitativamente las necesidades ambientales y económicas de las generaciones presentes y futuras." A partir de Río entonces se reconoce que el desarrollo humano sustentable comienza con la gente, especialmente la marginada: pobres, mujeres, niños, discapacitados y aborígenes. Esto es relevante en tanto veremos posteriormente la importancia reconocida a diferentes grupos sociales en la instrumentación del concepto. Conforme lo dicho, se incluye actualmente dentro del concepto de desarrollo humano sustentable a un conjunto de requerimientos mínimos para las sociedades, que comprenden una alimentación adecuada, vivienda, empleo, salud y educación. 

La CNUMAD produjo un llamamiento al cambio de relaciones económicas entre el Desarrollo y el Tercer Mundo, considerando que la consolidación del sistema de libre comercio e industrialización, fuerza a los participantes débiles a descansar cada vez más sobre la explotación de sus recursos naturales a fin de proveer a las esenciales exportaciones de commodities, produciéndose un continuo agravamiento de los términos de intercambio en perjuicio de estas últimas. A partir de la CNUMAD, la estructura toda de Naciones Unidas se permeó de las prioridades establecidas a partir del desarrollo humano sustentable, trabajando para la concreción de acuerdos e instrumentos legales vinculantes que incorporaran tales principios. 
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La concepción del desarrollo sustentable a partir del Informe Brundtland. Consecuencias positivas.
Aun cuando el eslogan cobrara vida a comienzos de los setenta, no es sino con posterioridad a la publicación del Informe Brundtland (Nuestro Futuro Común, 1987), que la frase "desarrollo sustentable" logra popularidad internacional. La intención del reporte fue el dar con una definición práctica, que condujera a "cambios en el acceso a los recursos y en la distribución de costos y beneficios" (UNWCED, 1987:43). Recordamos la hoy clásica definición: "aquel desarrollo que satisface las necesidades de las presentes generaciones sin comprometer la habilidad de las futuras para satisfacer sus propias necesidades". Esto es, un proceso de cambio evolutivo a través del cual la explotación de los recursos, la dirección de las inversiones, la orientación de los desarrollos tecnológicos y el cambio institucional deben lograr hallarse en armonía, mejorando así el potencial actual y futuro a fin de alcanzar las necesidades y aspiraciones humanas. 

En primer lugar, el reporte se centra en estrategias prácticas para lograr un crecimiento renovado tendiente a satisfacer las necesidades esenciales (alimentación, agua, energía, trabajo, servicios sanitarios); asegurar un nivel adecuado de población; sustentar, y si es posible acrecentar los recursos básicos; re-orientar las tecnologías y manejar los riesgos asociados a ellas; integrar las decisiones ambientales con las económicas y reformar las relaciones económicas internacionales enfatizando la cooperación internacional. Los escasos elementos teóricos brindados por el Informe, dejan como saldo de análisis solo el conjunto de presupuestos de carácter básicamente operativo enunciados. Llamado a ser un documento práctico, un plan para el trabajo efectivo de agencias internacionales y gobiernos reales, el Informe formuló una cantidad importante de “seudo – compromisos”, que intentaron ligar a gobiernos y líderes de instituciones privadas de economías desarrolladas con los líderes de los países subdesarrollados, valiéndose de una “buena voluntad” que luego se evidenciaría como escasa. 

Cuello y Durbin (1997) remarcan la lucha que existió entre sectores que aspiraban a utilizar la sustentabilidad como un eslogan para reactivar el viejo estilo de desarrollo y otros que genuinamente creían poder incorporar los objetivos ambientales a las políticas que instrumentarían el desarrollo sustentable. Ambos intereses estuvieron presentes y por esto, el informe tiene algo de cada uno. Sin embargo, aun cuando la cadena de compromisos sea extensa, el Informe posee más coherencia que la sugerida por sus críticos. En esencia, es un compromiso entre las concepciones que favorecen el crecimiento que reclama la economía global y aquellos intentos de balancear tal desarrollo económico con algún tipo de racionalidad ambiental. Reconociendo la “acelerada interdependencia ecológica entre las naciones”, la Comisión enfatizó la unión entre el desarrollo económico y las cuestiones ambientales, identificando la erradicación de la pobreza como requisito fundamental para un desarrollo sustentable y ambiental. Se intentó llamar a un cambio de actitud en relación con el desarrollo económico, en el cual la calidad y cantidad del crecimiento fueran vistas de igual manera (Soussan, 1992), instalándose la importancia de conservar la calidad además de la cantidad de recursos. 

Un segundo logro de la definición fue el incluir a las futuras generaciones en el cálculo de los costos del desarrollo económico presente, circunstancia que luego originaría la concepción de la responsabilidad intergeneracional.  

Un tercer aspecto positivo lo constituyó el hecho de reconocer que la instrumentación de cualquier tipo de estrategias, requeriría de cambios en las estructuras económicas, sociales y políticas de cada nación y del conjunto de la comunidad internacional, integrando al desarrollo sustentable dentro de sus metas de gobierno y adoptando sus principios como guías de sus políticas. Fue este el inicio del discurso de la racionalidad ambiental que hoy proponemos como complemento de la económica. 
Una cuarta virtud del Informe fue la de considerar las necesidades esenciales de las poblaciones, particularmente las de las más pobres del mundo (UNWCED, 1987:43). El desarrollo no debería beneficiar a los menos a expensas de la mayoría, o en su caso, del futuro de la Humanidad toda. Esta idea devendría luego en las responsabilidades diferenciadas de las sociedades, lo cual alienta la instrumentación de la responsabilidad intra – generacional, que obliga a las sociedades desarrolladas a cooperar en beneficio de las naciones más pobres. 

En quinto lugar, fue útil en despertar en la opinión pública global, la conciencia sobre la condición ambiental contemporánea. Munn (1989) enfatiza que el desarrollo puede calificarse de sustentable solo si se basa en principios y prácticas ecológicas. Esto significa que ni el ambiente ni la economía pueden ser vistos como “mutuamente excluyentes” o en competencia entre si, sino que deben ser tratados como íntimamente relacionados e interdependientes (Suzuki 1993). 

En suma, es posible hallar en el Informe Brundtland los orígenes de varias de las actuales derivaciones del desarrollo sustentable. Esto, sin dejar de aceptar la existencia de cierto grado de vaguedad en relación cono una definición concreta, producto de las tendencias negociadoras en conflicto. Tanto los intereses que debieron respetarse en la negociación como la naturaleza esencialmente dinámica del concepto fuerzan a esta parcial vaguedad. 

Existen otras concepciones diferentes de la aportada por el Informe Brundtland. Todas ellas, críticas de la “versión oficial”, se han encargado largamente de poner de relieve ciertas falencias. Las exponemos a continuación.

4-
Concepciones críticas del desarrollo sustentable.
4.a.
La perspectiva económica.
Una primera acusación que se realiza a la clásica definición es su vaguedad. A fin de eliminarla, algunos autores intentan ofrecer una definición operativa, o al menos, un conjunto de indicadores mensurables de lo que interpretan es el desarrollo sustentable. Esto implica la necesidad de mensurar el concepto a fin de tornarlo operativo. Una visión de este tipo, es menester que provenga casi necesariamente de economistas. Para Jan Bojo, Karl-Goran Maler y Lena Unemo, la definición Brundtland puede ser interpretada como si demandara "que todas las opciones fueran preservadas, lo que implicaría la preservación de todo género de recursos" (1990). Esto podría conducir a la ridícula conclusión que ningún recurso no renovable deba ser utilizado, en tanto el deber fincara en preservarlos para las futuras generaciones. 

Para evitar conclusiones extremas de este tipo, se propone una definición operativa de la sustentabilidad: “El desarrollo económico en un área específica (región, nación, el globo) es sustentable si la reserva total de recursos (capital humano, capital físico reproductivo, recursos ambientales, recursos agotables) no decrece con el tiempo” (Bojo, Maler y Unemo, 1990). Incluso, "el corte de los bosques para incrementar las ganancias de las exportaciones es compatible con el desarrollo sustentable", lógicamente con la salvedad que "sólo si el total o parte de los beneficios es invertido en otras actividades de exportación que generen ganancias o permitan la sustitución de importaciones a fin de sustentar el bienestar de las futuras generaciones" (1990). Vemos como en definitiva, la operatividad se reduce al logro de beneficios económicos distribuídos de forma tal que se mantenga la idea de la sustentabilidad. 

Estos economistas reconocen dificultades en su propuesta, pero la intención manifiesta es que la misma sea básicamente operativa. Entre sus inconvenientes se mencionan la manera de evaluar en forma precisa los recursos, o cómo proveer incentivos económicos para que los países pobres inviertan en sustentabilidad. Los autores aportan medidas de preferencias valorativas, un análisis apropiado de costo - beneficio y la exposición de ejemplos concretos de análisis económico de cuestiones como la erosión de suelos y la deforestación.

Otro grupo de economistas (Onno Kuik y Harmen Verbruggen, 1991) intentó mejorar los anteriores enunciados, preguntando por la posibilidad de diseñar medidas totalmente objetivas para el desarrollo sustentable. Al final, un colaborador sugiere: "La sustentabilidad requiere de una elección política que tiene que ser continuamente ajustada como resultado de los nuevos conocimientos, los cambios en los requerimientos sociales, o desarrollos imprevistos de los sistemas económicos y ecológicos" (Brink, 1991:X). 

La perspectiva económica asume como presupuesto la posibilidad de elaborar indicadores empíricos del estado de la relación entre economía y ecología para ponerlos a disposición de quienes toman las decisiones políticas en pos de la sustentabilidad. En particular, algunos de estos autores consideran que los indicadores ambientales "pueden ser definidos como descriptores cuantitativos de los cambios tanto en las presiones ambientales (indicadores de presión) como en el estado del medio ambiente (indicadores de efectos)" (Opshoor y Reijnders, 1991:8). Los indicadores de presión incluyen la medida de la contaminación, la sobre – explotación de recursos y aquellos cambios en los ecosistemas inducidos por los seres humanos. Los indicadores de efectos cuantifican los cambios en la calidad ambiental que producen impactos negativos tanto en los seres humanos (en términos de salud o bienestar) como en la biósfera. En general, esta visión económica afirma que todos aquellos que quieran establecer políticas para el desarrollo sustentable deben previamente poseer datos ecológicos y económicos adecuados. 

Es notorio que se trata de una visión positivista, la cual reduce la complejidad del proceso de desarrollo sustentable a la simplicidad matemática. Pero es igualmente verdad que en casi todo campo y todos los economistas, demandan definiciones operativas para diferentes propósitos. Lo más interesante es la unión que se intenta entre la sobreventa del discurso político y los procesos de toma de decisiones. Presuponiendo que la definición de sustentabilidad pueda ser un asunto político, el segundo grupo de economistas insisten en (e intentan ofrecer) datos ecológicos verificables. En sus palabras: "Si los que trazan políticas quieren tomar medidas racionales en torno al desarrollo sustentable, tienen que definir este concepto y formular objetivos ecológicos verificables, y ... poseer información económica y ecológica adecuada" (Brink, 1991:11). Esto lleva a que quienes trazan las políticas deban tener en claro sus objetivos, a fin de poder ser instrumentados por los economistas, quienes proveerán además la información objetiva relevante (a partir de cualquier fuente estadística, sociológica, etc.). No obstante, estimamos peligroso que a partir de la separación establecida entre hechos (datos matemáticos) y valores (calificación de lo que se entiende por sustentable), sólo sean considerados los primeros. En todos los casos expuestos, existe la clara presunción que los datos objetivos aportados son separables de los valores (las decisiones políticas), y que el basar las decisiones en hechos objetivos torna racional a la decisión. Esto podría desembocar en la criticada visión economicista.
En síntesis, esta visión realista y económica, presupone objetividad científica y un concepto de racionalidad basado en una clara distinción entre “hechos y valores”, enfatizando los primeros. Sólo remarcamos que entre los valores se halla el grado de satisfacción que la protección ambiental proporciona a cada persona. Esta visión relega la importancia de la calidad del recurso, en tanto los valores son difíciles de medir estadísticamente. Rescatamos de esta crítica, la necesidad de contar con procedimientos estadísticos objetivos a fin de evaluar la dinámica de los cambios que se vayan produciendo conforme la introducción de instrumentos de política ambiental, pero claro está, justipreciándolos, sin concederles el carácter de axiomáticos en el proceso de toma de decisiones. 

4.b.
La perspectiva neo – marxista.
El argumento básico de esta concepción consiste en que las actuales tendencias del crecimiento no pueden continuar sino a costa de niveles de daños ambientales inaceptables. Explican esto basándose en un análisis histórico, el cual revela que los contactos entre sociedades diferentes casi siempre han significado exportación de capitales y recursos naturales, a menudo a expensas del trabajo local. Para Redclift, hay un consistente "proceso histórico que vincula la explotación de los recursos [por] las naciones más industrializadas con [la explotación de los recursos] de los países del Sur". Esto es complementado por un enfoque político - económico conforme el cual, "el desenvolvimiento de las fuerzas económicas está definidamente vinculado al comportamiento de las clases sociales y al rol del Estado" en favor de la explotación (Redclift, 1987:3). Junto a lo anterior, remarca el mal uso que se hace del término sustentabilidad, en base a su repetición constante: "La constante referencia a la 'sustentabilidad' como un objeto deseable, ha servido [en ocasiones] para oscurecer las contradicciones que el 'desarrollo' implica para el medio ambiente" (Redclift, 1987:2). 

Los países en desarrollo, ensayan su crecimiento en el contexto de una economía internacional globalizada, que por esta misma razón ignora las diferencias específicas entre los objetivos ambientales de los países desarrollados y en desarrollo. En estos últimos, el auténtico desarrollo sustentable presupone que la productividad económica puede ser mantenida en medio de frecuentes crisis del sistema, junto con el profundo impacto del crecimiento poblacional. De considerarse estas circunstancias, el eje de decisión cambiaría desde lo económico hacia lo político: "Las opciones del desarrollo sustentable... pueden ser alcanzadas solamente a través de cambios políticos en el plano local, nacional e internacional" (Redclift, 1987:36). En una crítica final al pretendido carácter científico del análisis económico estándar, Redclift concluye:
“El desarrollo sustentable, si no ha de ser despojado de contenido analítico, significa algo más que la concertación del compromiso entre el ambiente natural y la búsqueda del crecimiento económico. Significa una definición del desarrollo que reconozca que los límites de la sustentabilidad tienen origen tanto estructurales como naturales” (Redclift, 1987:199).
Este enfoque puede ser considerado como estructural e histórico. Su factor determinante está constituído por el control del poder político, y específicamente en los países en desarrollo, su traspaso a los trabajadores. Enfatiza en que cualquier ambientalismo global si pretende ser adecuado, debe incluir los problemas "estructuralmente" vinculados a la expansión poblacional del Tercer Mundo y a los legítimos reclamos que los países pobres tienen contra los países ricos, que los explotan usando la retórica de la "economía global".

En suma, en lo que conviene a la cuestión de la sustentabilidad en análisis, rescatamos de esta concepción como particularmente importante, la mención referida a que la devastación del medio ambiente en los países del Tercer Mundo es el resultado de presiones de la economía global y no de las legítimas demandas de los pobres, cuyo efecto es solo incidental en comparación con la presión sobre los recursos naturales impuesta por la globalización económica. Esto podría conducirnos a privilegiar la decisión política tendiente a sobrellevar las continuas crisis del sistema por sobre los imperativos impuestos por el libre mercado global. Volveremos sobre este punto al referirnos a las dos formas (fuerte y débil) de instrumentar los principios del desarrollo humano sustentable, las cuales guardan directa relación con el principio de las responsabilidades diferenciadas.

4.c.
La perspectiva ambientalista (racionalidad ambiental).
Dos autores expresan con autoridad esta postura. Ellos hacen de la protección del medio ambiente el aspecto más importante del desarrollo sustentable. El primero es Stanley Carpenter, para quien el Reporte Brundtland trata de armonizar dos metas irreconciliables. Una es la intensificación del crecimiento (para satisfacer, al menos parcialmente, las necesidades de los pobres del mundo); la otra es evitar la degradación ambiental. Según el mismo autor, lo negativo es que para lograr dichas metas la teoría del desarrollo que predomina y se halla implícita en el Reporte Brundtland, es la del crecimiento indefinido, esto es, la postura avalada por las naciones desarrolladas. Este crecimiento indefinido es incompatible con la meta de vivir dentro de los límites naturales, sin embargo, ello nunca ha sido categóricamente rechazado por la comunidad mundial (Carpenter, 1991). Como síntesis de sus ideas, cita a Willian Ruckelshaus, considerado neo - marxista, quien dice: “Por una parte, el mundo industrializado está embarcado en una práctica tecnológica que produce riqueza y confort para el 20 % de la población mundial, mientras extrae [para ello] el capital productivo del planeta. Al mismo tiempo, el 80 % restante de los habitantes del mundo está forzado a subsistir en una agricultura marginalmente sustentable orientada a la exportación y la concomitante destrucción de frágiles ecosistemas... El colonialismo en la explotación de los principales recursos impuesto por los países industrializados, irradia pues, patrones insustentables [de desarrollo] por todo el globo” (Carpenter, 1991:485).

Siempre según el autor, estos argumentos reflejan lo actuado en la década del ochenta, en tanto en los noventa se produce un leve giro, aumentando la conciencia del impacto de la acción humana sobre los sistemas geológicos y biológicos del planeta. Como tales impactos han cobrado ya un carácter de escala global, el alcance de la discusión de la sustentabilidad también se globalizó. 

La base del pensamiento reside en que cualquier vínculo entre economía y ecología, establecido según los parámetros de la racionalidad económica, sólo perpetúa sistemas de desarrollo no sustentables. La alternativa es desarrollar un modelo económico diferente al establecido, que tome por estándar a una sociedad posible y no ideal. Considerando a la economía como una cuestión de conducta humana cooperativa, se incluye la cooperación para preservar y conservar los recursos naturales. El fin consiste en proteger la naturaleza no sólo como un recurso, sino como la matriz común de la cual viven, como parte de ella, los seres humanos (Sagoff, 1988). Esta idea se volvería inconsistente si afirmáramos que la economía es esencialmente conducta humana en competencia.

La segunda autora a considerar es Vandana Shiva, quien sostiene una concepción biocentrista, en la cual la vida humana es sólo una parte de la vida como sistema total. Apela a la "antigua idea sobre la interrelación entre los humanos y la naturaleza, donde la tierra ha sido concedida como un don a los humanos, a quienes a su vez se les aconseja hacer esfuerzos a fin de no sofocar su generosidad" (Shiva, 1992:206). Se opone radicalmente a los actuales modelos económicos, mayormente aquellos que aseguran que la sustentabilidad se puede mantener a través de la sustitución de recursos. En este sentido, cita a Robert Solow, quien argumenta: "Si es tan fácil sustituir los recursos de la naturaleza por otros recursos, entonces en principio, no hay ningún problema. En efecto, el mundo puede continuar sin recursos naturales, de manera que el agotamiento [de los recursos de la naturaleza] es sólo un acontecimiento, no una catástrofe" (Shiva, 1992:206). En consonancia con lo alegado por Carpenter, hasta el presente el desarrollo sustentable se ha preocupado más por mantener el desarrollo como tal que la misma naturaleza. La sustentabilidad en la naturaleza implica mantener la integridad de sus procesos, ciclos y ritmos. 

Los autores de esta corriente coinciden en que la orientación consumista es negativa, y que la economía global manejada por las naciones desarrolladas genera las presiones que conducen a la deforestación, desertificación y otros problemas en regiones del Tercer Mundo. Los ambientalistas centran el debate en la naturaleza: la habilidad de la vida en la tierra para auto - regenerarse luego de ser dañada por el irresponsable y negligente actuar humano. La cuestión entonces se centra en cambiar la conciencia consumista de los habitantes de los países desarrollados y además, de los gerentes de las corporaciones que alimentan y fomentan el consumismo. La estrategia es clara, influenciar al público y la política de las corporaciones. 

Rescatamos de esta concepción, la visión holística de la naturaleza que propone, considerando al hombre como parte del mundo natural, integrado a él y no en conflicto. Esto ayuda a considerar la unicidad del capital natural (ambiente) y el creado por el hombre (tecnología), punto a partir del cual puede intentarse una visión satisfactoria de la relación entre ambos términos. La integración de la racionalidad ambiental posibilita considerar a la economía internacional como conducta humana cooperativa en lugar de conducta en competencia.

4.d.
La crítica negatoria: el desarrollo sustentable como concepción occidental (críticos de la cultura).
Esta concepción niega los postulados fundamentales de la teoría en análisis, representando su antítesis. Para comenzar, en referencia al desarrollo, se lo llame sustentable o no, Sachs lo considera un "monumento desfasado a una era inmodesta" (1989:1). Según este autor, la metáfora biológica de la evolución de la naturaleza ha sido convertida en una metáfora económica (que promete el crecimiento) para luego devenir un imperativo para todo el género humano. El resultado consiste en considerar a la gente, la sociedad en su conjunto y la naturaleza, como simples recursos para el crecimiento económico. Sostiene Sachs:
“Etiquetar a las cosas como 'recursos', conduce a quitarles cualquier identidad protectora que éstas puedan tener y abrirlas a la intervención desde el exterior. Considerar el agua, los suelos, los animales, la gente como recursos los convierte en objetos para la administración por parte de los planificadores, y para la tasación por parte de los economistas” (Sachs, 1988:4).
Para Sachs, la noción de sustentabilidad es una utopía. El término sólo sirve para revitalizar el crecimiento, otorgándole una nueva garantía de vida, al vincularlo a las preocupaciones ambientales. Niega en consecuencia la posibilidad de una racionalidad ambiental, diferente de la clásica. Considera a los "eco - desarrollistas" como grupos distintos a los tradicionales defensores del desarrollo, particularmente en su abierto reconocimiento de la existencia de límites ambientales a la producción. Sin embargo, "lo que no obstante los vincula al punto de vista económico dominante es su falla en apreciar los límites culturales que hacen a la producción menos importante y consecuente, alivian también las presiones ambientales" (Sachs, 1988:6).

Aún los mejores intencionados defensores de la sustentabilidad, sostiene Sachs, son utópicos, desde que "la conducta eficiente se expande a expensas de la conducta cultural; socava las nociones no - económicas de la vida buena y decorosa" (Sachs, 1988:7). El punto crucial para Sachs, es la noción de cultura; y según él, "el desarrollo siempre sugiere considerar a otros mundos a partir de sus carencias (conforme los patrones del evaluador, agregamos) y obstruir el valor de las alternativas autóctonas que éstos pueden inspirar" (1989:7). 

Según esta crítica, los economistas no han intentado (ni siquiera pensado) realizar "esfuerzos para elucidar la más amplia gama de futuros abiertos a las sociedades, los cuales limitarían sus niveles de producción material a fin de cultivar todos los ideales que emerjan de sus herencias culturales" (Sachs, 1992:36). Lógicamente, esta idea no tiene cabida en el contexto de la globalización. Wolfgang Sachs es rígidamente insistente en que en los países del Tercer Mundo la gente ha debido reemplazar sus valores culturales, aceptando el modelo de "desarrollo" independientemente que entendieran o no los términos del contrato. Los aborígenes de las regiones menos desarrolladas del mundo, han sido obligados a trabajos forzosos y a menudo, han muerto como resultado de tal atropello. El fruto de su trabajo no se ha acumulado y crecido para su bienestar, sino que ha sido sacado de sus países por los capitalistas y enviado muy lejos de allí. En todos estos puntos, los críticos de la cultura coinciden con los marxistas y otros elementos radicales. El aporte a rescatar de los pueblos aborígenes es su diversidad espiritual. Estos pueblos han cultivado ideales y modos de ver, pensar y sentir (especialmente en términos de formas de experimentar la naturaleza) de los cuales carece totalmente el mundo occidental moderno, adicto por entero a un estrecho racionalismo científico - tecnológico. Los críticos de la cultura asumen un contraste rígido entre los sistemas de valores modernos y pre-modernos, considerando a éstos como más valiosos, especialmente en términos de la verdadera sustentabilidad a largo plazo del mundo natural, incluyendo como parte de éste al género humano (es éste el punto de unión con los biocentristas). 

En suma, es valioso considerar los diferentes aportes culturales que provienen de los habitantes originales de cada uno de los territorios, participarlos en los procesos de toma de decisiones y concederles responsabilidad en el monitoreo y gestión de su problemática ambiental regional. Sin embargo, la crítica cultural resta principalmente en calidad de visión negatoria, denunciando aspectos disvaliosos de la cultura moderna, revalorizando otros de las culturas autóctonas, pero en definitiva, no provee estrategia alguna que tienda a revitalizar lo que en potencia se considera bueno a los fines de la defensa medioambiental.

5-
Nuestra posición.
La propia definición oficial del desarrollo sustentable y las estrategias propuestas tendientes a su instrumentación han generado no pocas controversias. Quienes no lo rechazan de plano, fundan sus críticas básicas en que la concepción iniciada con el Informe Brundtland peca por ser sumamente ambigua respecto de las cuestiones ambientales principales (Mannion, 1992 y Galtung, 1994). 

En un extremo se argumenta que el mundo enfrenta una severa escasez de recursos. La consecuencia directa consiste en la necesidad de reducir el consumo. Desde el extremo opuesto se afirma el absurdo de tales predicciones, en tanto la situación actual de los recursos no es desesperante, y en todo caso los cambios tecnológicos se encargarán de acortar las diferencias. Entre los extremos mencionados pueden hallarse los puntos de consenso, reparando en el balance de tres necesidades: crecimiento económico, manejo ambiental y responsabilidad social.
Desde el ámbito político - económico se afirma la posibilidad de un desarrollo creciente y constante de las sociedades, lo cual ciertamente constituye el fundamento de los procesos de globalización. Este discurso evita confrontar con las necesidades de manejo ambiental. A este fin, incluye la cuestión ambiental como un matiz más del progreso humano. Esta inclusión es peligrosa porque elimina a la problemática ambiental como contrapeso del progreso, subsumiéndola como con  cualquier otra mejora económica o social, que se alcanzará cuando la persona acceda a un mayor número de bienes o a mejor calidad de servicios. 

Lógicamente el discurso político – económico proveniente de la racionalidad económica imperante enfatiza sólo el cambio de los hábitos, pero jamás la disminución del consumo per se. La propuesta del consumo diferente se basa en pautas tales como la esencialidad de mantener el libre mercado global, así como también el generar un clima normativo que aliente y proteja la innovación tecnológica a fin de tomar decisiones que se funden en los niveles científico - técnicos propiciando una libertad absoluta para el consumidor global. 

La visión de la racionalidad económica que comentamos deja traslucir la desaparición del Estado nacional como ente regulador y/o fiscalizador de las acciones que se sucedan en su ámbito territorial y potencialmente puedan ocasionar perjuicio al ambiente. 

Sin embargo, la racionalidad económica no es la única existente a fin de pensar el futuro. Nuestro presente cuenta con dos racionalidades bien diferenciadas aunque no contradictorias.

 La racionalidad económica enfatiza la continuidad del progreso humano en los estándares actuales, proponiendo sin más la regularidad del crecimiento económico (James y otros, 1989). Desde esta percepción, Toman (1992) afirma que tanto los recursos naturales como el ambiente son importantes, pero constituyen solo una parte de la historia. La tecnología debe también ser integrada a la necesidad de progreso ilimitado como una aliada, ya que posibilitará la continuidad del mismo sin perjuicios sensibles al ambiente. 

La racionalidad ambiental (o enfoque ambientalista) repara en los recursos físicos o naturales como base de la economía, afirmando el deber de mantenerlos a través del tiempo (Toman, 1992). Esta segunda perspectiva expresa la preocupación sobre la preservación del estatus y función de los sistemas ecológicos en su conjunto. Intentando una visión más amplia, pregunta si la Tecnología servirá para disminuir las consecuencias perjudiciales no solo a nivel regional, sino global, contemplando aquellos lugares en los cuales no se cuenta con acceso a la misma. En realidad no se propone como enfoque contradictorio o alternativo, sino básicamente complementario de la racionalidad económica prevaleciente. Su utilidad consistirá conforme lo intentaremos demostrar en el trabajo, en la posibilidad de integración de ambas. 

Hemos partido desde los antecedentes histórico - normativos del desarrollo sustentable y su posterior interpretación occidental. De las concepciones críticas de la versión nacida a partir del Informe Brundtland, consideramos criterioso tomar varios elementos a fin de integrarlos a la noción tradicional. Con estos agregados, el desarrollo sustentable se vigoriza en su pretensión de ser presentado como teoría.

Avanzamos por sobre la definición del Informe Brundtland, calificando como humano al desarrollo sustentable, tal como lo ha sugerido la CNUMAD 92. Este agregado pretende implicar lo ecológico, en función de esa unión íntima establecida entre la naturaleza y el hombre (tesis biocentrista), por la cual nada puede ser bueno para la persona si perjudica su entorno. Ahora sí, afirmamos que el concepto oficial del desarrollo humano sustentable (Informe Brundtland + CNUMAD 92) debe incorporar:
a)
procedimientos estadísticos objetivos suficientes para distinguir las conductas de los valores, sin dejar de lado la importancia de los últimos igualmente necesitados de un patrón de cuantificación;

b)
la consideración de la pobreza y la presión demográfica como consecuencias de las presiones de la economía global, y no como causas del deterioro ambiental, a fin de privilegiar una diferenciación de sustentabilidades basada en el principio de las responsabilidades diferenciadas;

c)
la visión holística de la naturaleza que propone considerar al hombre como integrado al mundo natural, a fin de tratar uniformemente el capital natural y el tecnológico, integrando a la racionalidad ambiental en la toma de decisiones; 

d)
la consideración de los aportes culturales de los habitantes originales de cada uno de los territorios, sobre todo en las regiones en desarrollo, a fin que éstos participen en los procesos de toma de decisiones, y se les conceda responsabilidad en el monitoreo y gestión de su problemática ambiental regional. 

Finalmente, integrando la concepción tradicional con los elementos de las críticas mencionadas, avanzaremos hacia la explicitación de una teoría posible de ser validada. Partimos entonces a la conformación de las hipótesis, sumando la intención de investigar su efectiva posibilidad de instrumentación en la realidad del desarrollo subregional del MERCOSUR. Como parte del esquema comentado, repararemos especialmente en el rol que cabe asignar a la Tecnología, en tanto sea considerada un paradigma dirimente para la validación de la teoría en regiones en desarrollo.

Capítulo 2. Introducción a una posible teoría 

del desarrollo humano sustentable 
 “La sustentabilidad es en su análisis final, un imperativo moral y ético en el cual la diversidad cultural y el conocimiento tradicional necesitan ser respetados”.
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1-
Los desafíos de una teoría del desarrollo humano sustentable.
La ecología se ha definido como el "estudio de los organismos y su ambiente" (Suzuki, 1993). Esto arroja como consecuencia que al igual que con cualquier ser vivo, el ser humano no debe ser estudiado independientemente de su entorno. La sustentabilidad ecológica descansa en preservar la interdependencia de las relaciones. En términos más prácticos, la sustentabilidad ecológica es una condición en la cual los recursos renovables se utilizan y cultivan dentro de sus propias tasas de renovación (Lemons, 1996). 

Uniendo estos conceptos con el desarrollo sustentable, definimos al desarrollo humanamente sustentable como aquel “donde los recursos naturales son preservados por las generaciones presentes con el objetivo de ofrecer a las generaciones futuras la oportunidad de alcanzar similares niveles de bienestar" (Van Pelt, 1993). Hemos dado cuenta de nuestra opción por el término desarrollo humano sustentable por el cual se pronuncia la CNUMAD 92. Ahora, si pretendemos dotar al concepto de operatividad en nuestra región, en las circunstancias actuales y con los recursos presentes, es menester enunciar de manera más consistente los objetivos a alcanzar junto con las estrategias pertinentes. El presente capítulo tiene por objeto conocer si es factible evolucionar desde los propósitos y principios enunciados hacia una verdadera teoría.

A fin de plantear las hipótesis, partimos de la concepción del desarrollo sustentable en lo que estimamos es su expresión más primitiva. Esta simplificación nos ayuda a afirmar que el mismo reconoce como fundamento un reclamo de equidad (expresado a través de las responsabilidades intra e inter – generacionales) y un reclamo de operatividad a fin de no resultar un nuevo ropaje para viejos discursos vacíos de contenido. A partir de estos mínimos, damos cuenta de la equidad en su rol bivalente de responsabilidad intrageneracional, profundizando los modelos de integración económica subregionales y regionales y en el matiz de responsabilidad intergeneracional, reclamando el acceso y generación en el cambio tecnológico. Por su parte intentamos solucionar la operatividad integrando los reclamos ambientales en el lenguaje racional y económico imperante en la globalización hegemónica que asumimos como irresistible.

Entendemos que la visión a adoptar desde una perspectiva de región en vías de desarrollo debe consistir en lograr la satisfacción de las necesidades primarias de acuerdo a la priorización local: desarrollo económico y cuidado del ambiente, valiéndonos para ello del lenguaje y las herramientas prevalentes en el contexto único signado por la globalización y hegemonía económico - política. Nuestros presupuestos son básicamente realistas, pretendiendo girar ciertas prácticas desde dentro de los procesos de toma de decisiones del mundo real. Como puede verse, no asumimos como presupuesto de trabajo, la posibilidad de cambiar radicalmente las reglas internacionales del juego político – económico. No nos pronunciamos por cambios fundantes en el orden económico internacional ni  por la instrumentación de herramientas teóricamente efectivas, pero alejadas de la realidad de pobreza, explosión demográfica e industrialización contaminante que signan el contexto de cualquier región en desarrollo en tiempos de la globalización.

Reparando ya en las hipótesis y continuando con la concepción amplia que tomamos al complementar la definición del Informe Brundtland con sus teorías críticas, consideramos las siguientes tres cuestiones básicas en función de la operatividad y la equidad:

1.a.
La operatividad.
(a) la integración de racionalidades puede lograrse a través de la cuantificación (o estandarización de normas económico – ambientales).
La primera hipótesis que presentamos consiste en la necesidad de otorgar un valor económico real al ambiente, o mejor dicho, al perjuicio causado al ambiente. El manejo sustentable de recursos no será posible hasta que se asigne un determinado costo al uso de los mismos. La dificultad de su valuación no debiera constituirse en justificación de su negación. Creemos que existe un amplio espectro de objetividad sobre el cual trabajar a fin de hallar parámetros comunes que brinden un valor económico a los perjuicios ambientales. Y aún cuando resultara difícil dar con tales parámetros, se ha afirmado que cualquier valuación será básicamente subjetiva y vinculada a la incertidumbre, suposiciones y prejuicios. Pero no obstante, es mejor que ninguna (Soussan, 1992). 

Esta hipótesis contempla las críticas realizadas tanto por la concepción económica del desarrollo sustentable, al considerar la necesidad de contar con procedimientos estadísticos objetivos, como por los críticos ambientalistas y los críticos de la cultura, al servir de base para integrar la racionalidad ambiental con la económica.
Afirmamos que la cuantificación ofrecería un lenguaje común a la economía y la ecología, permitiendo una posterior estandarización de mínimos “económicos y ecológicos” a ser respetados en función de la integración de racionalidades dentro de la globalización reinante. 

1.b.
La equidad intrageneracional
b) el desarrollo humano se promueve profundizando los procesos de integración.
La segunda hipótesis afirma la necesidad de mantener la equidad intrageneracional. Esto involucra analizar las condiciones presentes y coordinar tal análisis con políticas dirigidas a disminuir las brechas entre ricos y pobres en los niveles locales, nacionales y globales. Forman parte del debate las vías por las cuales los individuos, compañías y estados pueden alcanzar un cierto grado de equidad. Ya la Comisión Brundtland señalaba en 1987, que de los 5 mil millones de habitantes, sólo el 20% en el mundo industrializado, utilizaba cerca del 80% de los recursos del planeta (Suzuki, 1993). En nuestra región es el aspecto prioritario de la cuestión. 

Esta hipótesis contempla las críticas realizadas por la concepción neo-marxista del desarrollo sustentable, al considerar la necesidad de establecer diferentes estrategias de sustentabilidad según el principio de las responsabilidades diferenciadas y conforme la contribución al deterioro ambiental históricamente realizado por cada sociedad.
Afirmamos que en el contexto de la globalización, la profundización de los procesos de integración constituyen la opción viable, siempre y cuando éstos se funden en una diferenciación de sustentabilidades a respetar en función de las diferentes responsabilidades que caben a estados desarrollados y en desarrollo (respeto de la equidad intrageneracional).

1.c.
La equidad intergeneracional. 
c) la sustentabilidad ambiental se logra por vía del acceso y generación del cambio tecnológico. 
La tercera hipótesis focaliza por entero en la sustentabilidad del desarrollo, tratando la necesidad de alcanzar la equidad intergeneracional, directamente relacionada con el tipo de biósfera que la presente generación legará a las siguientes. Se incluye aquí la necesidad de prever los efectos que las políticas de desarrollo tendrán a largo plazo sobre los futuros habitantes. Esto no implica la prohibición de ciertas actividades con consecuencias nocivas, sino su adaptación a las necesidades de desarrollo de las generaciones presentes. Como ejemplo, los recursos energéticos cambian su valor a través de las épocas, conforme parámetros tales como la habilidad humana en descubrir utilidades, los valores de la propia sociedad y los desarrollos tecnológicos que se sucedan. Remarcamos además en esta hipótesis la especial importancia del paradigma tecnológico en el particular contexto de las regiones en desarrollo.

Esta hipótesis incorpora los comentarios realizados por los críticos de la cultura, al reclamar participación y gestión local en la génesis y posterior desarrollo del cambio Tecnológico.
Afirmamos que el acceso y la participación activa en el cambio Tecnológico constituye un factor dirimente a la hora de gestionar el desarrollo humano sustentable en las regiones en desarrollo. 
A pesar del progreso que significó la elaboración del concepto, los avances en cuanto a su instrumentación se han ralentizado. Los mecanismos propuestos en las normativas existentes son generalmente ambiguos. Los cambios producidos en el agua, aire y suelo mundial se intensifican de forma tal que las actuales instituciones político – económicas han quedado a la zaga para habilitar soluciones efectivas. Suzuki (1993) argumenta que tanto el Hombre como sus instituciones deben acomodarse a las necesidades ambientales, ya que será más difícil que la naturaleza haga lo propio con las prioridades decididas desde los ámbitos económico - políticos. MacNeill aclara que el problema esencial reside en que en tanto la economía mundial se encuentra interrelacionada con la ecología planetaria, no ocurre lo mismo con las instituciones que tratan tales cuestiones. Hasta el mismo informe Brundtland se inicia con la frase: “La Tierra es una, pero el planeta no”. 

A continuación desarrollamos cada una de las tres hipótesis que planteamos como fundamentales (cuantificación, desarrollo humano y sustentabilidad ambiental), en función de las bases que afirmamos como primarias: operatividad y equidad intra e inter generacional. A esto le agregamos como “hecho nuevo” la aparición de la Tecnología como paradigma de las relaciones internacionales, en el carácter asignado de instrumento dinamizador de la posible teoría.
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Primera Hipótesis: una cuantificación económica que permita la integración de racionalidades.
2.a.
Repasando aquellas relaciones básicas entre ambiente y economía.
Partiendo de la hipótesis que sostiene la finitud de la capacidad ecológica del planeta, es menester afirmar que ciertos Estados viven mucho más allá de los recursos naturales que poseen. Sus pautas de producción y consumo exceden con creces las que podrían desarrollar en base a sus propios recursos. Esto es permitido por el libre comercio internacional, el cual globaliza el deterioro ambiental. Esto es así porque cuando los estados exceden su capacidad ecológica, causan un daño que algunos autores estiman como irreversible, dada la mencionada finitud de los recursos naturales (Dahl, 1994). Se ha opinado que “el libre comercio... convierte a un conjunto de problemas (de capacidad de sostenimiento ecológico), algunos de los cuales son manejables a nivel nacional, en otro problema mayor, integrado, inmanejable, en definitiva, en un problema global” (Daly y Goodland 1994). 

En aquellos lugares donde existen recursos ambientales primarios (energía y materias primas), se producen ciertos efectos económicos, llamados de retroalimentación, tales como cortes de servicios, escasez de abastecimiento y suba de precios, los cuales atemperan las consecuencias negativas derivadas de la sobre explotación a raíz de las necesidades impuestas por el comercio. Estos efectos constituirían una respuesta satisfactoria siempre y cuando el precio de mercado de los recursos contemplara el costo ambiental (también llamado externalidad negativa). Pero si los precios no tomaran en cuenta el costo de la reparación del perjuicio ambiental, los bienes seguirían transándose a un precio irreal, ya que en el futuro lisa y llanamente las materias primas sobre-explotadas disminuirían en cantidad y/o calidad. Sin embargo al momento, existen serias dudas sobre la real posibilidad de asignar un precio cierto y único para las externalidades negativas. Las estadísticas demuestran que la incidencia directa del comercio sobre el ambiente es escasa, aunque hay situaciones en que aparece como realmente nociva. Tal el caso de los residuos peligrosos y químicos, que han sido dejados al control colectivo de la comunidad internacional a través de los acuerdos multilaterales ambientales (AMUMA). Una consecuencia inmediata que se desprende de lo dicho, es la necesidad de regular (al menos) el comercio de commodities, particularmente las que involucran recursos semi o no – renovables. 

La Tecnología juega un papel inescindible en la relación. Citemos como ejemplo el caso del transporte. 
El comercio ha sido responsabilizado por la contaminación causada por el transporte y las actividades de distribución que implica (French, 1993; Ekins, 1994). Se ha estimado que el transporte internacional (incluyendo el tráfico aéreo) es responsable del 12,5% del consumo mundial de combustibles. Se propone la modificación del mismo desde el actual sistema dependiente de la energía de combustibles fósiles hacia otro basado en el uso eficiente de las energías renovables, igualmente contaminantes aunque en proporción menor. Como solución se propone también la liberalización del transporte internacional, ya que las mercaderías no deberían ser descargadas y cargadas en cada frontera, y consecuentemente los vehículos no viajarían vacíos gran parte del tiempo como ocurre en la actualidad, generando importantes ahorros energéticos (EC Commission, 1990). Todas estas soluciones provistas por la racionalidad económica, confirman que el comercio contribuye sustancialmente al daño ambiental. Desde el ámbito tecnológico, MacKenzie (1995) sugiere que sólo los vehículos de emisión cero (impulsados por electricidad o gas hidrógeno), son capaces de disminuir la polución del aire, reducir el consumo de hidrocarburos y cortar las emisiones de efecto invernadero.
En este ejemplo se aprecia claramente la problemática en estudio. El simple hecho económico del transporte es calificado de contaminante. A fin de fundar tal calificación se citan estadísticas con lo cual se objetiviza la cuestión y se la vuelve inatacable. Ahora, las defensas que parten de la racionalidad económica son apreciadas con desconfianza, ya sea que se hable del costo de oportunidad (cuánto saldría otro tipo de transporte o el “no – transporte” que equivale a “no desarrollo”) o la acentuación de la liberalización comercial vía integración económica. En ambos casos el daño permanece en igual magnitud. Sin embargo, las defensas podrían partir del lenguaje común provisto por la integración de la racionalidad ambiental con la económica. Esta visión integradora nos recomendará hacer uso de tecnologías ecológicamente racionales (llamadas también limpias o verdes). En el caso en examen se resumiría en la solución de continuar con el transporte con vehículos de emisión cero. Rescatamos del ejemplo que la solución presentada por la integración de racionalidades, puede extenderse a cualquier campo de la actividad económica, tanto la producción, distribución y comercialización de bienes como la prestación de servicios.

En suma, en referencia a las relaciones entre ambiente y economía, afirmamos que en toda actividad económica, los parámetros clásicos de respuesta provistos por la racionalidad económica pueden (y deben) ser complementados por la solución brindada por las TER. Ësta debe reputarse entonces como elemento básico para la vigencia e instrumentación de ciertos postulados provistos por la racionalidad ambiental.

2.b.
Aportes desde la Economía y la Ecología.
Desde la economía llega un nuevo cuerpo de conocimientos con pretensión de convertirse en Ciencia: la economía ecológica, la cual niega la posibilidad de aplicar a los ecosistemas, el axioma del equilibrio natural del mercado. Si bien los sistemas naturales poseen una auto - regulación aparente, excedida la misma, el deterioro en forma de contaminación o degradación, imposibilita su recuperación. Varias de las cuestiones ambientales que han provocado la preocupación internacional sirven como ejemplo. Como parte de las ideas de la economía ecológica, la contabilidad de costo total intenta adaptar los registros económicos a la desaparición de los llamados “bienes libres”, cuya utilización no mereció la estimación de costo alguno (aire, agua, etc.). Esta nueva forma de contabilidad no hace sino incluir las externalidades negativas en los costos de los productos y servicios. Se la considera como uno de los pilares de las buenas relaciones entre las CTs y el desarrollo humano sustentable, ya que propone incluir tanto los costos como también los beneficios ambientales dentro de los balances de las corporaciones. En síntesis, busca “considerar al ambiente como un bien económico antes que libre”.

La Agenda 21 contempla cuatro directivas referidas a la gestión ambiental, aconsejando: (a) participar en el nivel internacional, evaluando la instrumentación práctica de una mayor correlación entre los sistemas de precios y la internalización de los costos ambientales; (b) cooperar en el desarrollo de metodologías para la evaluación de aquellos recursos naturales que no poseen precios de mercado; (c) desarrollar conceptos y metodologías para la internalización de los costos ambientales en los mecanismos de precios y contabilidad internos; y (d) trabajar junto a los gobiernos a fin de identificar e instrumentar un conjunto complementario de medidas normativas e instrumentos económicos como leyes, normas y estándares generales.

La teoría distingue entre varios mecanismos considerados aptos para cuantificar las externalidades positivas y negativas. De esta manera, podría afianzarse un sistema regulatorio que asignara costos a los antes llamados bienes libres.

En primer lugar, se propone un sistema de responsabilidad civil que castigue a aquellas empresas o administradores que no consideren la salud y el ambiente, obligando a que los daños a la salud sean pagados por el contaminador (aplicación del principio contaminador – pagador).

En segundo lugar, se plantea la posibilidad de instrumentar un sistema de contabilidad empresarial que refleje los costos ambientales reales en los procesos internos de decisión. Por ejemplo, los costos de reciclado son incluídos en las previsiones presupuestarias de la empresa (aplicación del principio “de la cuna a la tumba”).

En tercer lugar se ha propuesto un sistema de estampillado ambiental que motive a los consumidores a realizar compras conforme el impacto ambiental causado por los productos. De esta manera, las elecciones de los consumidores penalizan indirectamente aquellas decisiones de negocios ambientalmente reprochables (aplicación de los principios de información, concienciación y educación ambientales). 

Una cuarta vía consiste en un sistema impositivo nacional basado en el uso de los recursos naturales, más que en las corrientes de ingresos. Las tasas se impondrían según el consumo de recursos no renovables en lugar estar basadas en las corrientes de ingresos de las personas. 

Un quinto camino supone el requerir formalmente a los productores, la asunción de su responsabilidad por los usos que realizan a lo largo de todo el ciclo de vida de sus productos (aplicación de los principios de la cuna a la tumba y de prevención).

Como sexta opción, se propone concluir con los programas de gobierno que subvalúan los recursos naturales, alentando su mala o sobre explotación (aplicación de los principios de cooperación y sustentabilidad).

A fin de valuar y contabilizar los costos ambientales del estilo de desarrollo ejecutado en una región, pueden utilizarse dos métodos: (a) el que contabiliza la explotación y deterioro de los recursos y (b) el que estima los costos defensivos. Veamos un ejemplo de cada uno.
En el caso de Alemania, se han confeccionado cuentas satélites de los costos defensivos del ambiente, considerando criterios tales como (a) el ambiente es un bien escaso, (b) el statu quo y su desarrollo futuro deben evaluarse cuantitativamente, (c) la elaboración de balances anuales que deben relacionarse con las cuentas nacionales. Estos costos defensivos se consideran respecto la explotación de recursos natrales primarios, la producción de alimentos, construcción, transporte, uso y consumo de bienes y habitación y viajes. Dentro de estas actividades se intenta disminuir la extracción de recursos renovables y no renovables, prevenir cambios del paisaje, así como emisiones en forma gaseosa, liquida y sólida, de ruido y de radiactividad. 
Francia basa su clasificación de recursos naturales en el criterio de la renovabilidad, el cual estima la capacidad de regeneración de un recurso en un plazo previsible  de comúnmente 25 años. En este sentido la tasa de uso o deterioro no debe exceder la de reposición o regeneración a fin de respetar la renovabilidad (concepto de resiliencia, Ewel 1983). En este sistema se distinguen tres categorías: (a) renovables como el viento y las corrientes marinas, (b) condicionalmente renovables como los suelos, bosques y fauna, y (c) no renovables como los minerales y el petróleo. Este orden sirve de base para confeccionar las cuentas patrimoniales, sistematizadas en Francia de la siguiente manera: -un conjunto de componentes aislados (no renovables y ambientales, suelo, aire, agua), -un conjunto de ecosistemas que relacionan estos componentes en sistemas específicos (bosques, sabanas, marismas, acuáticos), y – un conjunto de territorios que consisten en espacios delimitados geográfica o institucionalmente. Los datos sobre estos diversos componentes fueron recogidos , ordenados, sirviendo luego para la elaboración de informes del estado ambiental en los cuales se basan las cuentas patrimoniales. Al relacionar estos datos con la información económica ambiental, pueden confeccionarse cuentas satélites económicas del medio ambiente, básicas para preparar modelos simulados sobre los efectos del estilo de desarrollo en diferentes escenarios, considerando los efectos macroeconómicos de las políticas ambientales.
La primera hipótesis de una teoría del desarrollo humano sustentable, afirma la posibilidad de cuantificar tanto el uso de los recursos naturales como de la actividad económica realizada por el hombre, tomando por base el perjuicio que pueda causarse al ambiente global. Conforme estas asignaciones de valor económico, reparamos en dos consecuencias.

En lo teórico, la asignación de valor implica traducir a términos económicos el perjuicio ambiental desde una faz preventiva, generando un lenguaje común a partir de las racionalidades económica y ambiental. Esto permite formular una estructura de política uniforme para los territorios integrados. Esta estructura debe comprender aquellos principios básicos que comentamos en referencia al ambiente y la tecnología. De esta forma, los objetivos de política servirán para fundar de manera uniforme los sistemas normativos domésticos, Instrumentalmente, esto puede lograrse a partir de directivas regionales, cuyos objetivos concretos debieran cumplirse internamente en un plazo determinado.

En lo práctico, los actores involucrados incluyen en los costos de su producción las externalidades negativas aludidas. Este mayor costo puede o no trasladarse a los precios. En el primer caso, ante un aumento de precios, el consumo disminuiría, beneficiando al ambiente. En el segundo caso, de mantenerse constante el consumo a pesar del aumento de precios, los mayores ingresos de las empresas, debieran ser re-dirigidos hacia acciones concretas a fin de incorporar TER como también reparar los perjuicios ocasionados.

En síntesis, desde el campo económico existen variadas propuestas. La Economía intenta reformularse asumiendo e incorporando consideraciones ecológicas. También la Ecología presenta mecanismos con matices económicos. Ambas ciencias ensayan el respeto de los principios ambientales, necesitándose la acción conjunta de todos los actores. Se ha logrado consenso respecto de la necesidad de reparar en los costos de mediano plazo, ya que los mismos pueden ser significativos y provocar consecuencias impredecibles para las empresas individuales y para los sectores en que éstas se incluyen.

3-
Segunda Hipótesis: Desarrollo humano (equidad intrageneracional a través de la integración regional).
3.a.
Importancia del comercio exterior para la región.
El patrón de exportación de América Latina continúa sesgado sobre sus productos primarios. El sector primario de la economía trabaja prioritariamente con recursos naturales sin modificación alguna o con bajos grados de manufactura. Los bienes exportados más destacados son los minerales, petróleo, madera, pescado, y productos agrícolas y ganaderos, algunos con un pequeño componente de industrialización. Al menos el 67% de las exportaciones totales son primarias. Un conjunto de países (tres comprometidos en el MERCOSUR) extreman esta tendencia, superando el 70% de sus exportaciones basadas en productos primarios. La incidencia del comercio exterior es mayor si se considera la importancia de la contribución del sector exportador en el total de las economías nacionales. La participación de las exportaciones en el PBI regional ha crecido paulatinamente: del 10% en 1980 al 20% en 1995. Finalmente, el dinero ingresado por tales exportaciones continúa disminuyendo. Los términos de intercambio han caído para la región, en especial para las materias primas como minerales y algunos alimentos. Este cuadro comentado revela que buena parte de los países de la región y los que calificamos como socios menores del MERCOSUR (Bolivia, Paraguay y Uruguay) son muy sensibles a las condiciones externas.

La interpretación de lo expuesto es relativamente sencilla: la globalización implica la apertura de fronteras, tras lo cual viene el crecimiento del comercio exterior basado en mercados ampliados sin los cuales no se concibe el crecimiento. Para hacer frente a esta apertura, los países del cono sur acentúan su rasgo exportador de materias primas, cuyo precio sufre una depreciación constante. Con esto se ven obligados a aumentar la explotación de su capital natural a fin de mantener constantes los beneficios. Esto ocurre por la carencia de capital tecnológico, el cual según la racionalidad económica, sirve para reemplazar la constante disminución de valor del capital natural. Esta compensación usual producida por el mercado entre la sobreexplotación del capital natural y la introducción de nueva tecnología, solo se produce en tanto la región posea acceso al cambio tecnológico. Mientras esto no ocurra, el deterioro en los términos de intercambio solo conducirá a la sobre-explotación, sin contrabalance tecnológico alguno, y demás esta decir, conduciendo a un progresivo deterioro ambiental. 

Es claro que el paradigma del libre mercado potencia el impacto ambiental en la medida en que el paradigma tecnológico no se haga presente en las regiones críticas. Este es el estado de situación. ¿Cuáles estrategias de desarrollo humano sustentable se plantean en este contexto? O formulado de otra manera, en la subregión del MERCOSUR ¿qué grado de incidencia posee la integración económica sobre la viabilidad de un desarrollo humano y sustentable?. 

Existen visiones optimistas que afirman que el incremento del comercio vía integración, puede constituirse en una posibilidad para la protección ambiental de la subregión. En esta línea de pensamiento, hallamos la relevante opinión de la FARN, la cual vislumbra oportunidades institucionales y jurídicas conforme se avance hacia un régimen de libre comercio o bien hacia una más lejana unión económica. 
En el primer caso, la propuesta se basa en un sistema inclinado hacia la regulación y control (fijación de estándares en los diferentes niveles, control estatal y responsabilidad de los actores económicos). En el caso de la unión económica, en tanto la misma refleja un plus por sobre el compromiso de crecimiento de los índices económicos, se propone asegurar (en una elaboración que encontramos interesante profundizar) el mismo derecho al ambiente sano y equilibrado para todos los habitantes del territorio integrado. 

Resaltamos la interesante idea: al presente, la integración económica trata básicamente al ambiente como un recurso en función de la economía. En este sentido, el bloque regional negocia un instrumento de carácter ambiental en la medida en que resulte necesario elucidar situaciones que obstaculizan el comercio y son generadas a partir de medidas de protección ambiental. Sin embargo, en cuanto la integración avance hacia un grado mayor (el de la unión económica), las cuestiones ambientales se originarán independientemente de las económicas. Esto es así en tanto la unión económica obliga a considerar otras dimensiones que se reputan en pie de igualdad con la económica (en lo que nos interesa, se jerarquiza la dimensión social). Como ya comentamos, esta paridad de tratamiento ocurre ya en la Unión Europea, donde las políticas ambientales gozan de igual jerarquía que las económicas en cuanto a su formulación e instrumentación.

En síntesis, notamos que en lo que respecta a la sustentabilidad ambiental en los esquemas de integración, el avance hacia una unión económica posiciona y jerarquiza al discurso ambientalista, aun cuando también lo condiciona (v.g. en base a la fuerte necesidad de armonización normativa se dejan de lado especificidades locales en el diseño de políticas). No obstante, la profundización de estos esquemas, incorporará las demás dimensiones del desarrollo, dando cabida a lo social (ambiental) en paridad de condiciones con lo económico. Así el desarrollo humano se concreta con el avance de los esquemas de integración, y este hecho jerarquiza la  cuestión ambiental.

3.b.
Inversión extranjera directa y el papel de las CTs en la promoción del desarrollo sustentable.
En el último decenio, la inversión extranjera directa se decuplicó, mayormente en los sectores estimados como muy contaminantes (v.g. recursos energéticos). Esto no implica que la contaminación o degradación haya evolucionado en proporción directa. más allá de este efecto de volumen, las consecuencias ambientales de la inversión dependen esencialmente de dos factores: los sistemas de ordenación ambiental y la transferencia de tecnología ecológicamente racional (TER).

Hay una relación inversa entre el aumento de productividad y capacidad de innovación empresarial y la contaminación causada por la producción. Con esto deberíamos concluir en la necesidad de afianzar los primeros términos de la relación. El inconveniente es que el aumento en la productividad en las regiones en desarrollo, implica lisa y llanamente el desempleo. Existen opiniones divergentes respecto de la influencia que las CTs ejercen sobre la sustentabilidad del desarrollo en el tercer mundo. Es verdad que las mismas poseen tecnología no contaminante que facilita el desarrollo sustentable. Pero de igual manera, pueden también reservar su producción contaminante y tecnología obsoleta para ciertas filiales ubicadas en territorios no desarrollados, aprovechando brechas tecnológicas y eludiendo la responsabilidad por los perjuicios ambientales. Las cuestiones ambientales se han incorporado en algunos acuerdos internacionales de inversiones. 
En el marco del Tratado de Libre Comercio de América del Norte, esta preocupación condujo a la constitución de una “Comisión de Cooperación sobre el Medio Ambiente”. También mencionamos como ejemplo el tratado bilateral de inversión entre Bolivia y USA que hace referencia al ambiente. Esta tendencia debiera ser reforzada en aquellos documentos que traten sobre inversiones y en los que el MERCOSUR como persona jurídica sea parte. 
Aún tomando en consideración los temores comentados, destacamos que la prevención ambiental se convierte en un parámetro normal de la actividad de las CTs, no por razones éticas o de solidaridad (poco creíbles), sino por el descubrimiento de las ventajas comparativas que les reporta el marketing verde. Sin embargo, restarían dos situaciones en las que este tipo de marketing no tendría cabida: (a) regiones en las que los consumidores y usuarios no poseen educación o conciencia ambiental mínima para preferir productos “ecológicos”; y (b) cuando la CT se ubica en una situación de monopolio u oligopolio a escala mundial, circunstancia que puede arrojar como consecuencia el sacrificio de los intereses de los consumidores y el ambiente.

Las CTs utilizan una amplia gama de sistemas e instrumentos ambientales para hacer frente a los impactos ambientales que provocan. Estos van desde las estrategias centrales que tienden a enfrentar de manera coherente los impactos en todo el mundo, llamadas estrategias globales, hasta las que se centran en el cumplimiento de las normativas locales, calificadas como estrategias descentralizadas. Las consecuencias locales dependerán del tipo de estrategia que posea la CT junto con la política pública del estado en que la misma localiza su actividad. A fin de re-dirigir las estrategias de la totalidad de las CTs hacia la globalidad en lugar de la descentralización, cobran importancia las responsabilidades propias de las CTs “mayores”, orientando “hacia lo ambiental” a sus proveedores y consumidores. A los primeros, exigiéndoles estándares mínimos de productos y servicios. A los segundos, haciéndoles tomar conciencia del respeto al ambiente en cada elección de compra que realicen. 

El acceso a las TERs no implica sólo el traslado de fábricas, equipos o servicios. Conlleva la dación de la técnica, experiencia y conocimientos necesarios para gestionar el cambio en la esfera práctica junto con la capacitación de los recursos humanos a fin de mejorar la organización y eficientizar la producción. 

Desde el sector gubernamental, el sistema de adquisiciones públicas desempeña una función importante en el fomento de la transferencia de tecnología. Estableciendo requisitos de carácter ambiental, las autoridades ayudan a igual objetivo, como también facilitando a la industria local el acceso a las TER mediante sistemas de licencias o subsidios.

Desde el sector privado, las alianzas estratégicas y las empresas conjuntas crean condiciones para la transferencia de TER en tanto la unión entre CTs y las empresas locales sirve como conducto para el aprovechamiento de efectos derivados. Un momento crucial para la intervención gubernamental es aquel en el cual se decide la entrada de una CT al país, especialmente en proyectos de gran escala y mayormente en industrias que pueden generar un alto grado de contaminación. Aquí debiera constituir obligación del gobierno el fijar pautas muy claras sobre el accionar futuro. Esta situación viene produciéndose desde el inicio de los procesos de privatización de empresas públicas en todos los estados de la región.

En suma, la segunda hipótesis de la teoría afirma que los actuales procesos de integración económica y básicamente su profundización hacia un mercado común y una posterior unión económica, generan mayores oportunidades al desarrollo (humano y sustentable), que lo que lograrían sistemas opuestos al librecambismo (bilateralismo, proteccionismo, socialismo). Sin embargo, es condición necesaria que la racionalidad económica (fundamento del paradigma del libre mercado) integre a la racionalidad ambiental que incluye la utilización de TER en bases de cooperación internacional en los sectores públicos, y responsabilidad y solidaridad  de los sectores económicos privados.
4-
Tercera Hipótesis: Sustentabilidad ambiental (equidad intergeneracional a partir del acceso y participación en la generación del cambio tecnológico).
4.a.
El desarrollo humano sustentable en el sub-continente.
El desarrollo humano sustentable se ha convertido en una cuestión prioritaria a nivel internacional, remarcando en lo que interesa a este acápite en su carácter de “humano”. Prueba de esto es su vinculación cada vez más frecuente con objetivos ecológicos globales como la reducción de los gases de “efecto invernadero” y la degradación del ambiente en general. 

En primer lugar y a nivel regional, las consideraciones ambientales efectuadas en relación al desarrollo económico comienzan a teñirse de la preocupación por la condición humana. Esto se produce a medida que el flujo de emisiones (de dióxido de azufre, óxidos de nitrógeno y partículas) junto con la contaminación del agua y otros recursos naturales afectan la salud, los hábitat humanos y la disponibilidad de recursos para las futuras generaciones. En la subregión, los esfuerzos por compatibilizar el crecimiento con los requisitos previstos por las Agendas ambiental y humana, aparecen como abrumadores en cualquiera de los diferentes niveles (local, regional o mundial). La exigencia de obtener tasas de crecimiento económico elevadas junto a la necesidad de atraer inversiones extranjeras directas, obliga a la toma de decisiones políticas dirigidas a lograr resultados de producción y empleo en el muy corto plazo. Esta circunstancia enfrenta los tiempos exiguos de la política con el mediano y largo plazo en que se basa cualquier proyecto ambiental. No obstante, notamos que la conciencia ambiental crece en diferentes ámbitos de toma de decisiones, convirtiéndose en un factor dinamizador de normas internacionales. Los compromisos internacionales intentan reducir los impactos negativos sobre el ambiente al mismo tiempo que mantener el compromiso con el desarrollo. 
Es necesario considerar la extrema prudencia que debe guiar la creación de cualquier instrumento dirigido a reducir el impacto ambiental, ya que ni los programas más ambiciosos de uso racional de la energía, alcanzan a satisfacer las necesidades de sustentabilidad mínimas de los países en desarrollo (especialmente aquéllos con poblaciones en aumento). Esta circunstancia explica un casi seguro aumento (mínimo en el mejor de los casos) de las tasas de contaminación regionales a pesar de la observancia de normas sobre reducción del impacto ambiental. Surge aquí la necesidad de aplicar la diferenciación de sustentabilidades según el grado de desarrollo de la región, lo cual comentaremos a continuación.
En segundo lugar, en los niveles locales, la polución industrial y la contaminación en regiones acotadas, plantean serios problemas de salud y productividad, que afecta no sólo a la sustentabilidad sino también al crecimiento económico. En este sentido, el liderazgo de los gobiernos (asistidos por las instituciones financieras, organizaciones internacionales, organismos de ayuda bilaterales e instituciones de inversión), puede desempeñar un papel determinante a fin de proporcionar los medios técnicos y financieros necesarios para apoyar estrategias de desarrollo económico incorporando los principios de la sustentabilidad ambiental. La actividad económica se ve presionada a responder a estos desafíos sin comprometer la integridad del patrimonio natural de cada nación. En la medida en que ciertos países fundan gran parte de su viabilidad económica en la explotación de sus propios recursos naturales, no cabe duda que la intensificación de las explotaciones en un contexto de precios reales bajos puede afectar los propósitos de cada “desarrollo sustentable nacional”.  

Diversos escenarios se han proyectado, tratando de imaginar los desafíos a afrontar en América Latina y el Caribe. Al ritmo del crecimiento demográfico actual, la región estaría proyectándose hacia el cierre de los dos primeros decenios de este nuevo siglo, en una cifra cercana a los 700 millones de habitantes. Es claro que el crecimiento demográfico se verá influído por varios factores, entre los que cuentan la manera en que se atiendan las necesidades básicas de alimentación, salud y vivienda, así como el ritmo que adquiera el proceso migratorio. Aceptando el dinamismo intrínseco de la sustentabilidad ambiental, es necesario entender que el patrón de desarrollo encierra una relación dialéctica entre la conservación y protección del patrimonio natural y su necesaria explotación para alcanzar mayores niveles de bienestar. En sí ésta es la dicotomía planteada por la teoría del desarrollo sustentable. La preocupación por el ambiente expresada por el mundo desarrollado, constituye en el reverso de la moneda (la explotación del ambiente en pos del desarrollo), casi una razón de fondo para el crecimiento factible de ciertas regiones. La brecha tecnológica que se amplía diariamente explica la diferencia de oportunidades existentes en cuanto a estilos de bienestar compatibles con la sustentabilidad. 

Lo comentado constituye la esencia de lo que calificamos como especificidad del desarrollo sustentable de la región latinoamericana. Por esto los objetivos mínimos de política ambiental consensuados regionalmente, deben considerarse como políticas de estado y especialmente como política del estado supranacional, lo que les brindaría continuidad con independencia de los cambios gubernamentales.
4.b. La diferenciación de responsabilidades en función del acceso al cambio tecnológico.
Las necesidades coexistentes y contrapuestas fuerzan la consideración de soluciones novedosas. La diferenciación de responsabilidades según la contribución realizada por cada sociedad al estado actual del ambiente es un principio ambiental que va ganando la adhesión de la comunidad internacional. A partir de su aceptación, podemos considerar una segunda diferenciación, esta vez respecto de las conductas sociales relacionadas con el consumo. Al respecto, puede distinguirse entre un tipo de sustentabilidad a respetar por sociedades desarrolladas y otra sustentabilidad propia de las sociedades en vías de desarrollo. Es entonces pertinente comenzar con el análisis de la sustentabilidad ambiental y la posibilidad de su diferenciación en base al principio de las responsabilidades diferenciadas.  

La sustentabilidad ambiental es un término equívoco, si se considera que su instrumentación requiere de procesos de construcción y remodelación constantes. Su misma concepción implica un dinamismo que le brinda un carácter relativo y variable en el tiempo. La problemática reconoce aristas tales como las conductas del sector científico - tecnológico y el impacto producido por la acciones humanas en los patrimonios naturales y culturales. Ya dimos cuenta que los recursos naturales se ven influídos en su aprovechamiento, por factores como la presión demográfica, los estándares de vida y la tecnología (o su ausencia). 

Tal como se la ha entendido tradicionalmente, la sustentabilidad se orienta a mantener tanto el capital natural como aquel creado por el hombre (al que calificamos como artificial o tecnológico). Hoy podemos referirnos a una sustentabilidad débil o permisiva y otra sustentabilidad fuerte o estricta. A su vez relacionamos la sustentabilidad débil con los fundamentos provistos por la racionalidad económica, en tanto que la sustentabilidad fuerte es explicitada a partir de los conceptos brindados por la nueva racionalidad ambiental. Esta distinción se apoya en un principio ambiental básico afirmado por la CNUMAD 92: el de la responsabilidad diferenciada fundada en el diferente grado de contribución a la degradación del ambiente, principio hoy universalmente aceptado. 
La sustentabilidad débil o permisiva no se inquieta por cierto grado de disminución en el capital natural, en tanto la Tecnología (el capital artificial) pueda complementar y en su caso, reemplazar la escasez o extinción de ciertos recursos naturales. La idea entonces consiste en aceptar el reemplazo de parte del capital natural por el capital artificial o tecnológico. Esto implicaría una disminución del primero. Es claro que esta concepción necesita como presupuesto necesario la existencia de I+D generados localmente o al menos el acceso regional a la generación y desarrollo tecnológico. La sustentabilidad débil permite continuar con el crecimiento, tomando nota de la responsabilidad inter-generacional como complemento básico de la necesidad local de acceso al cambio tecnológico.

Por su parte, la sustentabilidad fuerte o estricta se alarma ante cualquier cambio sensible en la salud de los ecosistemas, prohibiendo consecuentemente cualquier actividad que los dañe. En la concepción clásica del desarrollo sustentable, la noción de sustentabilidad fuerte tiende a prevalecer, en tanto la visión se encuentra sesgada por la racionalidad ambiental. Esto implica que el capital natural no debe mermar en el tiempo al ser insustituible. De esto se deduce que la explotación de los recursos renovables debe realizarse considerando la tasa de regeneración en tanto que los no renovables deben explotarse conforme la aparición de nuevas reservas o la aparición de productos o fuentes sustitutivas. En este contexto, se admiten excepciones en la medida en que el cambio tecnológico asegure reemplazos eficientes. Sin embargo, hay quienes afirman que aún cumpliendo iguales funciones que el capital natural, la Tecnología no asegura la diversidad biológica, por ser ésta irremplazable (al menos al presente). El criterio afirmado por la sustentabilidad fuerte, equivaldría a dejar de lado las necesidades de la generación presente. La sustentabilidad fuerte congela el crecimiento, reparando especialmente en la responsabilidad trans-generacional.
De todas formas, las aproximaciones prácticas se realizan en su mayoría, desde la economía clásica, esto es desde la visión provista por la sustentabilidad débil, ambientalmente permisiva (Norton, 1992).
La realidad en América Latina se halla lejos del deber ser. La idea de mantener incólume el capital natural (sustentabilidad fuerte) goza de pocos seguidores. Esto equivaldría a congelar el actual capital de recursos naturales. Cualquier política orientada a este fin, detendría el desarrollo en su situación actual, con mas carencias que activos. Sólo en aquellas sociedades que cuentan con TER y en donde las necesidades mínimas se hallan cubiertas, podría defenderse la sustentabilidad fuerte, limitando fuertemente el crecimiento provisto por el capital natural y reemplazándolo por los beneficios que aporta el capital tecnológico. En sociedades como las latinoamericanas la propuesta cae, porque significaría un uso restringido de los recursos naturales (fuente básica del comercio exterior y de los respectivos PBI), a lo que debemos agregar la incapacidad local de crear TER y las cifras abrumadoras de NBI. 

En consecuencia, solo la sustentabilidad débil es viable de ser practicada en la región. Paradójicamente, ésta se funda en los postulados de la racionalidad económica, que se interesa por la conservación de los recursos sólo desde una visión económica. Entiéndase que no postulamos que la racionalidad económica sea la que deba aplicarse en la región, sino que la realidad demuestra que la misma impera en los elementos de negociación que reconocen los gobiernos a la hora de discutir políticas de crecimiento económico.

La sustentabilidad débil de la subregión se afirma en parámetros propios: (a) la posibilidad de continuar con el uso de los propios recursos naturales hasta que exista capacidad de generar (u obtener una real transferencia) de capital tecnológico, y (b) el mantener esta orientación de política hasta tanto sea económicamente posible utilizar el capital tecnológico en forma complementaria del capital natural. El aceptar un patrón de sustentabilidad débil para la región habilita el uso de los recursos naturales (renovables o no), sin entrar a considerar ciertas pautas  ya mencionadas. Esta orientación, aún cuando no promueva el uso de los recursos naturales, al menos lo justifica en función de las necesidades presentes. 

Sin embargo, reclamamos cautela. Una actitud coherente consistiría en consensuar un piso mínimo de satisfacción de necesidades de crecimiento económico. Obtenido el mismo, la región pasaría a observar los estándares propios de la sustentabilidad fuerte.

En lo que respecta a la aplicación de esta idea en la teoría del desarrollo humano sustentable, la “variedad de sustentabilidades” intenta aplicar diferentes programas de crecimiento en base al nivel de desarrollo alcanzado por la sociedad en que se instrumenta. La diferenciación de sustentabilidades no ha escapado a las críticas. Cuando se plantea la necesidad de actuar frente a problemas concretos, es obligatorio considerar la interdependencia creciente del mundo globalizado. La misma impide (a priori) aplicar diferentes soluciones a situaciones iguales, aun cuando ocurran en territorios y sociedades básicamente diversas. Esta es una crítica cierta. Sin embargo, creemos que ciertos patrones de tratamiento no tienen por qué ser iguales. Aceptada una solución que pase por la disminución de estándares de consumo, polución o cualquier otro índice, los límites a establecer respecto de los niveles regionales o nacionales constituyen parámetros que determinarán la contribución de cada sociedad. Esta contribución bien puede fundarse en la participación que le cupo en la actual situación ambiental global. 
En suma, creemos viable considerar diferentes dimensiones de la sustentabilidad a los fines de brindar vigencia sociológica al principio de la diferenciación de responsabilidades. La distinción resulta útil instrumentalmente al graduar el nivel de contribución a la cooperación internacional que se declama. La sustentabilidad del desarrollo, en su instrumentación regional, puede girar desde el abundante capital natural existente, hacia su paulatina complementación y reemplazo por el capital tecnológico (TER). Lógicamente, la complementación debería hacerse solo en una proporción “racionalmente ambiental”, y detener esta permisividad al alcanzarse estándares mínimos de desarrollo fijados previamente. Durante esta transición los recursos naturales regionales deben poder utilizarse a fin de dinamizar el crecimiento, sin olvidar que la otra base del sistema la constituye la introducción de TER. De otra forma la propuesta sólo consistiría en una ilógica permisión para continuar agotando los recursos a fin de compensar la constante depreciación de los términos de intercambio. Esta propuesta que afirmamos es habilitada por tres razones: (a) el abundante capital natural; (b) la necesidad de generar o recibir capital tecnológico y (c) las enormes necesidades presentes de la población.

La tercera hipótesis que nos presenta la teoría del desarrollo humano sustentable, afirma que las obligaciones que tienen las generaciones actuales para con las futuras son básicamente diferentes en base al grado de contribución al estado actual del ambiente global. Esta diferenciación de responsabilidades es la llave que une la responsabilidad inter – generacional con la intra – generacional, ya que impone explotar los recursos naturales o transferir los recursos tecnológicos en función de la contribución histórica que cada sociedad ha realizado a la industrialización contaminante.

Finalmente, si a partir de la tercera hipótesis se afirma la importancia de la sustentabilidad ambiental, ésta solo puede ser lograda en base a condiciones de solidaridad y cooperación inter – gubernamental y responsabilidad empresaria privada respecto del acceso y generación en el cambio tecnológico.

Capítulo 3.  La teoría frente a 

las especificidades de América Latina y la subregión MERCOSUR.
"Development that meets the needs of the present without compromising the ability of future generations to meet their own needs"
SUMARIO

1- Introducción.

2- Dimensiones de la sustentabilidad ambiental en América Latina.

3- Primera hipótesis: la cuantificación económica de los recursos REGIONALES como base para la integración de las racionalidades.

3.a. Tecnología de la información y cuantificación económica.

3.b. Avances intrazona: la negociación hacia el consenso.

3.c. Avances extrazona: MERCOSUR y Unión Europea.

3.d. Avances extrazona: MERCOSUR y ALCA.

4- Segunda Hipótesis: la equidad intrageneracional: los procesos de integración REGIONAL constituyen la opción para la viabilidad del desarrollo humano.

4.a. El desarrollo de la subregión frente a la integración de racionalidades.

4.b. Importancia de la integración regional para el desarrollo humano sustentable.

5- Tercera Hipótesis: la equidad intergeneracional. La sustentabilidad ambiental de la subregión se decide a partir del acceso a la tecnología de punta.

5.a. Introducción.

5.a. Características subregionales de las cuestiones ambientales globales.

5.b. Factores que afectan a los actores involucrados.
1-
Introducción.
A partir de las hipótesis que presentamos como fundantes de una teoría del desarrollo humano sustentable, relacionaremos estas premisas con el contexto latinoamericano y subregional, con los sujetos intervinientes y con los procesos de toma de decisiones. La intención es que la teoría pase la prueba de la validación en nuestra región. Reduciremos el análisis (en la medida de lo posible) a la subregión del MERCOSUR más Bolivia y Chile, aun cuando ciertos patrones pertenezcan a la más amplia comunidad latinoamericana. Incluimos a Bolivia y Chile dentro de la subregión del MERCOSUR, fundados en dos causas: la temática ambiental y la tendencia evolutiva de la integración en curso. La especificidad del desarrollo humano sustentable subregional nos invita a reparar especialmente en la manera en que la teoría puede instrumentarse en las estructuras institucionales y en las conductas de las comunidades locales. Las particularidades de esta sustentabilidad subregional evidenciadas por las dimensiones a las que haremos referencia a continuación, cobran importancia al momento de llevar las decisiones a la práctica. 

Hasta el momento vimos que los países de la región que cuentan con ventajas comparativas respecto de sus recursos naturales, intentan aumentar su cuota de participación en el mercado global. Esta circunstancia dinamiza la explotación de los recursos con la intención de satisfacer las NBI de la población. En este contexto, la  sustentabilidad finca en la posibilidad de utilizar parte del capital natural a fin de solucionar problemas urgentes como la extrema pobreza relacionada con la presión demográfica. Luego, y tan solo luego, cobra vida la preocupación ambiental. La tecnología puede remediar esta priorización fáctica establecida a partir de la lucha por la supervivencia, posicionando en paridad jerárquica ambas preocupaciones, permitiendo a través del cambio tecnológico, el reemplazo de parte del capital natural por el capital artificial. Ahora, esta simplificación enunciada requiere el acceso y participación en la generación de ese cambio tecnológico necesitado.

2-
Dimensiones de la sustentabilidad ambiental en América Latina.
A fin de conocer la viabilidad de la diferenciación de sustentabilidades en nuestra región, creemos conveniente resaltar las dimensiones que son consideradas al momento de proceder a la toma de decisiones relativas a la sustentabilidad de cualquier proyecto de desarrollo regional. 

En primer lugar, la sustentabilidad encierra una dimensión política relacionada con razones de interés público que guían la exploración y explotación de los recursos naturales en cada país latinoamericano. Desde el discurso de la economía globalizada, es lógico oir que las fuentes derivadas del patrimonio natural deberían ser aprovechadas, conservadas y protegidas en beneficio de la humanidad. Bajo el paradigma del libre mercado, la mayoría de los países de la región ha eliminado las barreras de acceso a sus recursos. Al presente, cada normativa doméstica establece formas contractuales que permiten el libre acceso de la inversión extranjera directa a las fuentes de recursos nacionales. Tomando la tendencia global como un estado de situación que constante al menos en el mediano plazo, la discusión puede centrarse en la forma en que se reparten las ganancias de la explotación de tales recursos. Se ha opinado que la distribución debería permitir conciliar la rentabilidad esperada por los inversionistas (básicamente capital extranjero) con la rentabilidad prevista por la Nación, en su calidad de soberana respecto de los recursos naturales del territorio que habita. 
Este es un tema necesitado de reflexión considerando que en el último decenio del siglo XX, un buen número de países ha tendido a disminuir las exigencias nacionales, de forma tal que sus regímenes normativos se tornaran atractivos a la inversión privada. Este giro contrasta con el acentuado nacionalismo que prevaleció, en el decenio de los setenta, constituyendo el fundamento para la expropiación de las empresas de capital extranjero. En relación a las políticas que motivaron esta apertura, la tendencia basada en razones de interés público, prevaleciente en América Latina y el Caribe, consiste en desarrollar al máximo las potencialidades de los recursos naturales, ya sea para la exportación o el abastecimiento interno, delegando en el sector privado un protagonismo que se pretende sea significativo. Al priorizar la atracción de capitales, se desata entre los estados una competencia que sacrifica parte de la renta que le correspondería al mismo Estado en beneficio de los inversionistas privados. Durante la última década del siglo XX, la capacidad de negociación individual de cada país se redujo considerablemente. Esta debilidad negociadora individual es otra característica de la globalización que puede ser superada en base a posiciones regionales consensuadas. 
En definitiva, la dimensión política de la sustentabilidad aconseja que tanto la sociedad como los inversionistas privados compartan las razones de interés público que han movido al cambio de pautas respecto del trato brindado a la inversión extranjera en el manejo de los recursos naturales. En consecuencia el reparto de los beneficios derivados, debe arrojar un resultado equitativo. Esta sería la aplicación del desarrollo sustentable desde sus dos perspectivas. Pero la pregunta permanece: ¿cómo se logra inducir al capital?. Las posiciones regionales consensuadas brindan mayor poder negociador y constituyen un buen comienzo.

En segundo lugar, se presenta una dimensión económica de la sustentabilidad, resultante de la posición adoptada por la subregión respecto de los procesos de globalización. En una economía globalizada, sin barreras de entrada, las empresas pueden optimizar a nivel mundial, las carteras de riesgo - beneficio de sus inversiones. El problema surge cuando sus criterios de optimización no coinciden con los intereses del país donde radican sus inversiones. Esta cuestión de falta de coincidencias se constituye en el quid del aporte que el protagonismo privado brinda respecto del desarrollo sustentable de la región donde localiza su inversión. También desde lo económico, se presenta otro aspecto relacionado con la vulnerabilidad que pueden arrojar los mercados externos en relación al nivel de las cotizaciones internacionales. Es ya un axioma que los precios reales de las materias primas tienden a la baja mientras que los de las manufacturas tienden al alza. Esta tendencia refleja el antiguo problema de los términos de intercambio mundiales que incide en las posibilidades de crecimiento de las economías exportadoras de recursos naturales de la región. Los procesos de reforma del estado iniciados en la subregión no hicieron sino acentuar el histórico rasgo exportador de materias primas, lo cual aumentó la vulnerabilidad frente a los mercados internacionales.
En suma, la dimensión económica aconseja a los gobiernos el establecimiento de reglas claras respecto de la entrada de la inversión extranjera directa, las cuales debieran consensuarse al menos con los estados vecinos, y eliminar cualquier tipo de política que incluya instrumentos de dumping social o ambiental como herramienta para atraer tales inversiones.

En tercer lugar, la sustentabilidad regional posee una dimensión social que reclama una mejora en la calidad del consumo de los recursos, junto con una adecuada articulación entre la demanda de los sectores y la estructura productiva interna, basada en la elevación del nivel de vida de la población. Esto permitiría ampliar el mercado interno, generar nuevas oportunidades de inversión y mayores niveles de ingreso, derivados de la mejor calidad de los puestos de trabajo. Lo comentado deviene relevante considerando la presión demográfica regional y la tendencia a la globalización económica como características de las relaciones internacionales del presente decenio. El crecimiento demográfico y el acelerado proceso de urbanización (consecuencias de la entronización de los nuevos paradigmas) son circunstancias que hacen prever un crecimiento del mercado regional latinoamericano, aun cuando los niveles de distribución del ingreso continúen alejándose en sus extremos. 

Consideradas las tres dimensiones domésticas de la sustentabilidad, todas ellas deberían tender a incrementar el patrimonio social neto, definido como el saldo resultante de los activos y pasivos de una determinada comunidad, determinados por la calidad de vida disponible y el gasto de recursos destinados a generarla. El patrimonio social evidencia el grado de integridad alcanzado por una determinada sociedad en la conservación y aprovechamiento de la naturaleza que la sustenta, la cultura que la nutre y los valores que estima esenciales. Este pretendido incremento del patrimonio social (o al menos su conservación) es la raison d’etre de la formulación de la teoría del desarrollo humano sustentable. 

Las vías utilizadas para relacionar las dimensiones comentadas a fin de cuidar el patrimonio social, son tan particulares como cada comunidad del globo. No existe la posibilidad de afirmar políticas y sistemas normativos válidos para todo tiempo y lugar. En la subregión del MERCOSUR, las dimensiones política y económica condicionan gran parte de la explicitación de las políticas. La dimensión social aparece como la más comprometida con el desarrollo humano sustentable, por evidenciar en forma directa el logro o fracaso de las políticas que en pos de la sustentabilidad, las anteriores dimensiones deciden en su nombre. La llave del cambio se encuentra en permitir que las sociedades en desarrollo logren un estándar mínimo de bienestar, continuando con la explotación de sus recursos. Sin embargo, a fin que esta continuación de la polución en aras del crecimiento relegado no se transforme en mayor contaminación, se requiere que la paulatina disminución del capital natural de las regiones en desarrollo sea contenida por el acceso al capital tecnológico. En tanto la posesión del capital natural caracteriza a la región latinoamericana, el acceso al cambio tecnológico y la participación en su generación se convierten en requisito básico para la instrumentación del desarrollo sustentable local. 

Con esta idea en mente, nos preguntaremos en el próximo acápite sobre la presencia en la subregión de cada una de las hipótesis que hemos planteado y aquí recordamos:

(a)
la asignación de valor económico a los recursos naturales de la región permitirá elaborar un lenguaje común a la economía y el ambiente, (integración de racionalidades);

(b)
la consolidación de los esquemas económicos de integración jerarquizará la dimensión social proveyendo al desarrollo (desarrollo económico) y 

(c)
el coetáneo acceso y participación en el cambio tecnológico de fuente pública o privada proveerá el capital tecnológico necesitado para enfrentar el deterioro del capital natural (sustentabilidad). 

La intención consiste en reconocer en cada una de las hipótesis afirmadas, aquellas particularidades subregionales que debemos tener en cuenta, analizando al mismo tiempo las posibilidades de vigencia material que puedan resultar a la luz de las circunstancias presentes del cono sur latinoamericano. 
